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En el presente trabajo de investigación, vamos a desarrollar porqué es necesario la 
regulación del despido fraudulento y el reconocimiento de las remuneraciones 
devengadas dentro del marco normativo, en la cual vamos analizar. Partiendo de lo 
general a lo particular, por ello en el primer capítulo empezaremos definiendo que es el 
despido, cuáles son sus características, los despidos con origen legal y los despidos 
con origen constitucional que hasta la fecha no se encuentran regulados y la cual genera 
determinados dilemas dentro del proceso laboral. En el segundo capítulo, analizaremos 
el despido fraudulento, para ello es importante revisar los antecedentes de tipo de 
despido hasta llegar al precedente vinculante César Antonio Baylón Flores, para luego 
definir el despido fraudulento, en base a los fallos del Tribunal Constitucional 
analizaremos el principio de tipicidad e inmediatez, terminando con la eficacia 
reparadora que le corresponde a este tipo de despido. En el tercer capítulo estudiaremos 
el tema de las remuneraciones devengadas en el despido nulo, partiendo de términos 
conceptuales de la remuneración, sus características y demás puntos. Finalmente en el 
cuarto capítulo haremos un análisis legal y jurisprudencial; tomando como referencia los 
diferentes plenos que se han dado hasta la fecha, además de la aplicación del despido 
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En estos últimos años se ha venido debatiendo el tema de despido fraudulento y el 
reconocimiento de las remuneraciones devengas, en la jurisprudencia y en los distintos 
Plenos Jurisdiccionales Supremos en Materia Laboral. si bien el despido fraudulento no 
parte de un origen legal, sino en base a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, 
ello conlleva a que el otorgamiento de las remuneraciones devengadas, se declaren 
infundadas al no tener un respaldo legal, como si lo tiene el despido nulo, en el artículo 
40° de la ley de productividad y competitividad laboral, Decreto Legislativo N° 728; frente 
a este problema notamos el vacío legal que perdura hoy en día, dejando de lado que el 
despido fraudulento se configura como un despido lesivo de derechos constitucionales, 
como el derecho al trabajo, a no ser despedido sino por causa justa en relación a la 
capacidad y conducta del trabajador, además de percibir una remuneración justa y 
equitativa; partiendo de ello, el despido fraudulento debe ser trata de igual forma que el 
despido nulo, a fin de garantizar debida protección de sus derechos reconocidos en la 
Constitución Política del Perú, a las víctimas de un despido fraudulento, ocasionado por 
el ánimo perverso y malicioso del empleador al atribuirle hechos notoriamente 
inexistente, falsos o imaginarios a la parte más débil dentro de una relación laboral, la 
cual recae sobre el trabajador; castigando de ese modo la conducta dolosa del 
empleador. Entones ante ello, surge el problema principal en el presente trabajo de 
investigación, sobre si, La regulación normativa del despido fraudulento propiciaría el 




artículo 24° de la Constitución Política del Perú. Problemática que será analizado en 
nuestra investigación.  
En la actualidad las victimas de despido fraudulentos, no cuentan una debida protección 
de sus derechos laborales, dado que esta figura ha sido creada por el Tribunal 
Constitucional más no ha sido amparada legalmente hasta la actualidad. A raíz de ello, 
se genera un dilema dentro de los órganos jurisdiccionales que administran justicia, 
respecto al otorgamiento de las remuneraciones devengadas en caso de los despidos 
fraudulentos. Sin embargo las remuneraciones devengadas si es procedente para los 
despidos nulos, ya que ello está consagrado en el artículo 40 del Decreto Supremo 
N°003-97-TR. Es así que partiendo de lo expresado por el Tribunal Constitucional, en el 
Exp. N° 976-2011-AA/TC, tanto el despido nulo, como el despido fraudulento y el 
incausado, son despidos de inconstitucionales, ya que lesionan derechos 
fundamentales de todo trabajador y por ende cabe un efecto restitutorio del derecho 
violado, pero esta restitución que se otorga, hace una diferenciación en los distintos 
tipos despidos inconstitucionales, puesto que para el despido nulo si  se realiza un efecto 
restitutorio integral, a diferencia de los otros despidos, que solo existe un efecto 
restitutorio parcial, es decir solo se repone al estado anterior, la reposición del trabajador  
a su centro de trabajo, y las remuneraciones devengadas, queda fuera del efecto 
restitutorio.  
A razón de ello, en surge la hipótesis, de que si el Estado peruano logra regular 
normativamente el despido fraudulento; entonces existirá una debida protección del 
derecho del trabajador despedido, mediante el otorgamiento de remuneraciones 
devengadas dentro del marco de lo establecido por el artículo 24° de la Constitución 
Política del Perú. No obstante es importante mencionar que al despido nulo, se le otorga 
las remuneraciones devengadas en base a un sustento legal, de ahí que por la falta de 
un sustento legal, se le niega el otorgamiento de las remuneraciones devengadas para 




Del mismo modo, el presente trabajo de investigación tiene como Objetivo General: 
Determinar que la regulación normativa del despido fraudulento propicie el otorgamiento 
de remuneraciones devengadas dentro del marco de lo establecido por el artículo 24° 
de la Constitución Política del Perú; asimismo, tenemos como objetivo específico: 
proponer la modificación del artículo 40° del D. Leg. N° 728, incorporando el pago de 
remuneraciones devengadas al trabajador víctima del despido fraudulento, a fin de 
garantizar los derechos a la igualdad ante la ley y el derecho a una remuneración 
equitativa y suficiente reconocidos en los artículos 2.2. Y 24° de la Constitución Política 
del Perú.  
La metodología que vamos a desarrollar para esta investigación, es el método 
explicativo, mediante el cual haré un análisis jurídico-laboral de la jurisprudencia y de la 
doctrina que se han dado en los últimos años, referente al tema de despido fraudulento, 
es así, que vamos a revisar casos de despido laboral, que han marco un antes y un 
después, como las sentencias del Tribunal Constitucional: EXP.N°1124-2001-AA/TC. 
Caso del Sindicato Unitario de Trabajadores de Telefónica del Perú S.A. y FETRATEL, 
contra las empresas Telefónica del Perú S.A.A. y Telefónica Perú Holding S.A; EXP. N° 
976-2001-AA/TC. Caso Eusebio Llanos Huasco y el EXP. N°0206-2005-PA/TC 
precedente vinculante, caso del señor Cesar Antonio Baylón Flores. Así como otras 
sentencias que se han dado a raíz de ello. Paralelamente vamos a recurrir a la doctrina 
para estudiar los aportes de reconocidos autores respecto al tema de investigación; de 
modo similar vamos analizar determinados Plenos Jurisdiccional Supremos en Materia 
Laboral, que han coadyuvado en aclarar y precisar, determinados puntos controvertidos 
que se han dado en materia laboral, sobre todo en los casos de despido fraudulento. 
Como hemos dicho líneas arriba, lo indicado a la doctrina, jurisprudencia y plenos, nos 
ayudara a constatar que sí, es necesario la regulación del despido fraudulento, como el 
reconocimiento de sus remuneraciones devengadas para el caso. Tal como lo hemos 




empleador debe ser sancionado por su conducta dolosa, del mismo modo que se 




































EL DESPIDO EN EL PERÚ 
1.1.- Definición.  
“El despido puede definirse como la terminación del contrato de trabajo por 
voluntad unilateral del empleador, basado o no en la existencia de una causa 
justa”. (Arévalo, 2016:310) 
 
 
“El despido es la decisión que toma el empleador de una manera unilateral 
para dar por extinguido el contrato de trabajo y pueden ser de diferentes 
formas (…)”. (Haro, 2011:239) 
 
 
Arce Elmer (citado en Valderrama et al. 2015), “El despido es aquel acto 
unilateral y recepticio que contiene la voluntad extintiva del empleador, el 
cual, para su validez, debe ser comunicado por escrito, sustentarse en causa 
justa y seguir un procedimiento basado en la ley. Se debe anotar que el 
ordenamiento reconoce al despido efectos inmediatos, con lo cual se 
presume la validez del acto extintivo del empleador” (p. 31) 
 
 
Pla Américo (citado en Blancas, 2013) dice, “El despido es un acto unilateral 




De las definiciones recabadas por los distintos autores, podemos definir además al 
despido como un acto unilateral que realiza el empleador, frente a hechos que el 
considero necesarios para dar por terminado el contrato laboral, pero que no siempre 
va de acuerdo a nuestras normas de contenido laboral, dado que ese acto unilateral por 







Montoya Melgar (citado en Arévalo, 2016) atribuye al acto de despido las características 
siguientes:  
a) “Es un acto unilateral. Pues la extinción del contrato de trabajo se origina 
en la sola voluntad del empleador, sin tener en cuenta la del trabajador, 
quien la mayoría de las veces tiene una actitud contestataria a la decisión 
de su principal. Debemos dejar claro que el carácter unilateral del despido 
no desaparece en aquellos casos en que el empleador deba solicitar a la 
autoridad competente permiso previo para terminar la relación laboral, tal 
como ocurre en los ceses colectivos, pues, aun en estos casos la decisión 
de finiquitar el contrato de trabajo depende del empresario. 
 
b) Es un acto constitutivo. Por cuanto la decisión del empleador tiene 
carácter constitutivo dando por concluida la relación laboral, aun cuando 
exista un exceso patronal, sea porque la causa invocada no resulta 
suficiente para justificarlo o simplemente porque no existe. 
 
 
c) Es un acto recepticio. El despido solo tendrá efectividad a partir de que el 
trabajador afectado toma conocimiento del mismo. Una vez que el trabajador 
ha sido comunicado de su despido, no es posible la revocación del mismo, 
salvo que el empleador y el trabajador estén de acuerdo.  
 
 
d) Es un acto extintivo. La decisión del empleador extingue a futuro los 
efectos del contrato de trabajo. Como hemos dicho anteriormente, el despido 
produce efectos a partir que el trabajador es comunicado de la decisión 





1.3.- Formas de extinción del contrato de trabajo. 
En base al artículo 16° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, decreto 
legislativo N°728, las formas de extinción del contrato laboral son las siguientes: 
 
a) “Por fallecimiento del trabajador o empleador. 
Por fallecimiento del trabajador, el contrato de trabajo se extingue. De igual 
manera, a la muerte del empleador ocurre lo mismo, salvo que sus 
herederos convengan en permanecer por un breve lapso para efectos de la 
liquidación del negocio. Lo antes mencionado no se aplica en caso que el 
empleador sea una persona jurídica, en la que la muerte de un socio no 
modifica en nada la relación laboral. 
 
b) Por renuncia o retiro voluntario.  
La renuncia es el acto jurídico por el cual el trabajador manifiesta en forma 
libre y voluntaria su decisión de dar por resuelto o extinguido su contrato 




por escrito con anticipación no menor a 30 días. El empleador puede 
exonerar de este plazo por propia iniciativa o a solicitud del trabajador.  
 
c) Por terminación de obra o servicio o vencimiento del contrato 
temporal. Esta situación se presenta en los contratos de trabajo sujetos a 
modalidad o contratos a plazo fijo. Al cumplirse las condiciones resolutorias 
establecidas en ellos, así como también el vencimiento por el tiempo 
establecido en los mismos. 
 
d) Por mutuo disenso.   
 
Es el acto por el cual el empleador y el trabajador deciden dar por resuelto 
el contrato de trabajo. Es en realidad un acto jurídico y debe constar por 
escrito o en todo caso debe constar en la liquidación por benéficos sociales. 
 
e) Por invalidez absoluta permanente.   
La invalidez es considerada como la incapacidad sobrevenida al trabajador 
ocasionada por un accidente o una enfermedad y que le impide realizar su 
trabajo para el que fue contratado. Esta causa extingue automáticamente la 
relación laboral, desde que es declarada por Essalud o el Ministerio de Salud 
o la Junta de Médicos designada por el Colegio Médico del Perú. 
 
f) Por jubilación forzosa. Es la jubilación para el trabajador, cuando este 
llega a determinada edad y puede acceder a una pensión de jubilación. La 
jubilación forzosa puede ser de dos tipos: jubilación diferida y jubilación 
automática. 
 
f.1) jubilación diferida: el empleador puede disponer el cese del trabajador 
que ya tenga derecho a una pensión de jubilación a cargo de la ONP o una 
AFP, siempre que se obligue a cubrir la diferencia entre el monto de dicha 
pensión y el 80% de la última remuneración ordinaria percibida por el 
trabajador. 
 
f.2) jubilación automática: el empleador puede cesar automáticamente al 
trabajador cuando cumpla 70 años de edad, salvo que exista un acuerdo 
entre el trabajador y el empleador o con el sindicato que le impida ejercer la 
potestad. Es necesario para que opere automáticamente el cese que el 
trabajador esté en condiciones de percibir una pensión de jubilación, 




1.4.- Tipos de despido según el decreto legislativo N°728. 
En el decreto legislativo N°728, está regulado cuatro tipos de despido, el despido 
justificado, despido nulo, despido arbitrario y el despido indirecto; frente a estos diversos 
tipos de despido, el empleador de manera unilateral y vulnerando el derecho al trabajo 
pone fin a la relación laboral, con excepción al despido justificado en la cual el empleador 
si está facultado en base a la ley a extinguir el contrato laboral. 





a) “Despido legal. 
Ubicamos aquí al despido libre o AD NUTUM, porque no requiere expresión 
de causa, es decir el empleador está facultado para decidir libremente la 
extinción de la relación de trabajo en forma unilateral, se da específicamente 
dentro del periodo de prueba legal o convencional y no acarrea 
consecuencias indemnizatorias. De igual manera ubicamos aquí al despido 
que resulta justificado y se realiza teniendo como base una causa justa 
prevista en la ley, la misma que debe estar debidamente comprobada. A su 
vez, la causa justa puede estar relacionada con la capacidad y con la 
conducta del trabajador. Para que el empleador aplique adecuadamente 
este tipo de despido, debe observar las formalidades previstas en la ley y 
cuyo detalle se señala más adelante. Este tipo de despidos no da lugar al 
pago de indemnizaciones por despido, tan solo la compensación por tiempo 




CAUSAS JUSTAS DE DESPIDO INDIVIDUAL 
Relacionada con la capacidad del 
trabajador 
Relacionada con la conducta del 
trabajador 
Entre ellas tenemos: 
 El detrimento de la facultad 
física o mental o la ineptitud 
sobrevenida. 
 El rendimiento deficiente. 
 La negativa injustificada para 
someterse a examen médico, o 
a cumplir con las medidas 
profilácticas o curativas para 
evitar enfermedades o 
accidentes. 
Considera los siguientes supuestos: 
 La comisión de falta grave, según 
las causales previstas en la ley. 
 La condena penal por delito 
doloso. 
 La inhabilitación del trabajador. 
(Fuente: Valderrama, 2015:34) 
 
En nuestro ordenamiento jurídico de contenido laboral, el único tipo de despido que esta 
válidamente amparado, es el despido por causa justa, despido justificado o despido 
legal, que de acuerdo al artículo 22° de la ley de productividad y competitividad laboral, 
Decreto Legislativo N°728, se basa únicamente a la capacidad o a la conducta del 
trabajador, es decir solo por esos dos supuestos el empleador podría despedir 
válidamente al trabajador, la cual debe ser debidamente probada en el supuesto que el 
trabajador considere impugnar su despido en la vía judicial. Consideramos que este acto 
unilateral que realiza el empleador es correcto porque busca salvaguardar sus intereses, 




que le genere pérdidas u obstaculiza el normal desarrollo de sus actividades en su 
centro de laborales, por lo cual, el empleador se encuentra obligado a prescindir del 
servicio del trabajador, ya que no le es favorable seguir manteniéndole dentro de equipo 
de trabajo.   
 
b) “Despido arbitrario.  
Es aquel que lo realiza el empleador sin que este de por medio una causa 
justa. Ante su ocurrencia el trabajador tiene el derecho a la indemnización 
por despido arbitrario que consiste en el pago de una remuneración y media 
por cada año de servicios prestados con un tope de 12 remuneraciones. 
Este derecho les corresponde a los trabajadores que hayan superado el 
periodo de prueba, y es complementario a la compensación por el tiempo de 
servicios. Este derecho ha sido consagrado en la constitución del año 1993, 
en sustitución al derecho de estabilidad laboral establecida en la norma 
constitucional de 1979, ya derogada.  
 
c) Despido nulo.  
Consiste en el acto por el cual el empleador cesa a un trabajador por motivos 
discriminatorios. Si el trabajador interpone demanda judicial de nulidad de 
despido y esta es declarada fundada, este tiene derecho a la reposición en 
su puesto de trabajo y al pago de las remuneraciones dejadas de percibir, 
salvo que opte por una indemnización por despido. 
 
Se considera despidos nulos aquellos que tienen por motivos: 
 La afiliación o la participación en actividades sindicales; 
 Ser candidato a representante laboral; 
 Presentar quejas o participar en procesos en contra del empleador ante 
las autoridades competentes; 
 La discriminación por razón de sexo, raza, religión, opinión o idioma; 
 El embarazo, si el despido se produce dentro del periodo de gestación y 
hasta 90 días posteriores al parto; 
 Que el trabajador sea portador del SIDA; 
 Que el trabajador sea discapacitado”. (Haro, 2011:239 y 241) 
 
El despido indirecto regulado en el artículo 30° del Texto Único Ordenado del Decreto 
Legislativo N°728, en este tipo de despido, es el propio trabajador quien pone fin al 
contrato laboral, pero por la conducta del empleador. 
“La relación de trabajo resulta lesionada, grave e irreversiblemente, no solo 
cuando el trabajador incumple sus obligaciones fundamentales, sino, de la 
misma manera, cuando el empleador incurre en falta a sus obligaciones y 
prestaciones. Es natural que sea así, por ser el contrato de trabajo un 
negocio jurídico bilateral, de prestaciones reciprocas, lo que supone que 
cada parte tiene, respecto a la otra no sólo derechos sino, también, 
obligaciones, cuyo incumplimiento es susceptible de ocasionar la ruptura de 






“(…) Debido a la circunstancia de que, en este caso, la terminación de la 
relación laboral tiene como causa real, y eficiente, la conducta del 
empleador, que virtualmente obliga al trabajador a retirarse del trabajo, se 
ha denominado a esta figura, con frecuencia – sobre todo en la 
jurisprudencia y la doctrina- como “despido indirecto (…)” (Blancas, 2013: 
634). 
 
“(…) En función al mandato constitucional el Decreto Legislativo 728 ha 
establecido tres tipos de despido ilegal diseñando un sistema de protección 
del trabajador de tal forma que en algunos supuestos procede la tutela 
resarcitoria, como es el caso del despido arbitrario y el despido indirecto, en 
los que solo cabe el pago de una indemnización tasada (artículo 38 del TUO 
del Decreto Legislativo N°728, aprobado por el D.S. 03-97-TR), en tanto que 
solo cuando se configura el despido nulo procede la reposición o 
reinstalación del trabajador (…)”. Internet (Toledo, 2017) 
 
 



























 Se produce por una causa justa 
prevista en la ley y debidamente 
comprobada. 
 La causa justa está relacionada con la 
capacidad y la conducta del trabajador. 
 Se produce cuando el despido del 
trabajador es improcedente, cuando 
no se sigue el procedimiento 
establecido. 
 Cuando el empleador no ha logrado 
probar judicialmente las causas 
invocadas. 
 Se produce cuando el despido del 
trabajador es motivado por un acto 
discriminatorio. 
 Cuando el empleador no ha logrado 
probar judicialmente que el despido no 
es por acto discriminatorio. 
 Se produce como consecuencia de los 
actos de hostilización, en especial: falta 
de pago de remuneraciones, reducción 
de remuneración y/o de categoría, el 
traslado de lugar de trabajado que le 
cause perjuicio, inobservancia al 
reglamento de seguridad, etc. 
 
 El trabajador denuncia judicialmente y 





Además de sus 
beneficios sociales le 
corresponde una 
indemnización por 
despido arbitrario (una 
remuneración y media 
mensual por cada año 
de servicio, con un tope 
de 12 remuneraciones) 
Ocasiona el derecho a 
la reposición de su 




dejadas de percibir. 
 
Además de sus 
benéficos sociales le 
corresponde una 
indemnización por 
despido arbitrario (una 
remuneración y media 
mensual por cada año 






(Fuente: Haro, 2011:240) 
1.5 Tipos de despidos creados por el Tribunal Constitucional 
El Tribunal Constitucional como máximo intérprete de la Constitución, ha emitido fallos 
en materia laboral, con carácter vinculante por medio del cual ha creado distintos tipos 
de despido que hasta el día de hoy no se encuentran regulados, y que genera 
determinados dilemas al momento de impartir justicia; mediante. 
“a) Despido incausado 
Se refiere a los despidos que tiene como causa el segundo párrafo del 
artículo 34 de la LPCL, el que faculta a los empleadores a despedir sin causa 
de por medio a condición de que se le pague una indemnización por despido 
arbitrario, es decir una remuneración y media mensual por cada año de 
servicio hasta un tope de doce remuneraciones. 
 
De acuerdo con la sentencia recaída en el expediente N°976-2001-AA/TC 
en su fundamento N°15, corresponde a dicho tipo de despido la reposición 
en el empleo. 
 
b) Los despidos fraudulentos 
 
En estos casos el empleador inventa una causa, inexistente o prefabrica 
pruebas para despedir algún trabajador o para dar por concluido el vínculo 
laboral a través de “falsas renuncia”. 
 
El Tribunal Constitucional a través de la Sentencia N°628-2001-AA/TC ha 
observado que en estos despidos se atenta también contra el derecho al 
trabajo, en la que se viola la libre voluntad de una de las partes, por lo que 
esta situación es equiparable al despido sin causa, por lo que deviene en 
lesivo al derecho constitucional del trabajo. 
 
Corresponde también la reposición al centro de trabajo. 
 
c) Despidos nulos 
 
(…) estos despidos se configuran cuando se atentan contra determinados 
derechos fundamentales regulados en la LPCL. Entre estas podemos 
mencionar: a) razones discriminatorias, b) por represalia, c) por ser 
representantes de los trabajadores o por actividades sindicales, por 
embarazo, por ser portador del SIDA o por discapacidad. En estos casos 
corresponde la acción de reposición en su puesto de trabajo o de 
indemnización, a elección del trabajador. 
 
d) Los despidos con vulneración de derechos fundamentales 
 
Estos despidos ocurren cuando el empleador al despedir a un trabajador no 
necesariamente vulnera derechos de orden laboral sino de otros tipos, 
considerados en la Constitución del Estado o denominados derechos de la 
persona. Son muy frecuente los casos de la vulneración al derecho al debido 





Corresponde a criterio del TC la reposición en el empleo. 
 
e) Despidos con pago de la indemnización 
 
En estos casos el empleador despide al trabajador imputándole causas 
razonables de falta grave pero en un juicio ordinario laboral no se demuestra 
fehacientemente estos hechos. 
 
No significa que se ha prefabricado pruebas (o se haya incurrido en despido 
fraudulento), sino que la falta grave no se encuentra respaldada por medios 
probatorios, por lo que el juez ordinario laboral no se ha pronunciado a favor 
de este. En este caso, el trabajador no tendría derecho a la reposición, sino 
al pago de la indemnización por despido arbitrario (…).” (Haro, 2011:256) 
 
1.6.- El despido desde la óptica constitucional- Constitución 1979- 1993  
 
En este punto es importante analizar como la Constitución garantiza el derecho al 
trabajo, como es que protege al trabajador frente al despido arbitrario, es decir aquel 
despido realizado por el empleador de manera unilateral, sin expresión de causa o 
cuando se le imputa al trabajador hechos que nunca sucedieron; afectando de ese modo 
el derecho al trabajo constitucionalmente reconocido; ante ello es importante analizar 
las dos últimas Constituciones en los capítulos donde se establece el contenido laboral. 
 
“Con la Constitución de 1979 que se establece un contenido laboral más 
amplio y estructurado. En efecto, a diferencia de sus predecesoras, dicha 
constitución contiene un capitulo enteramente dedicado a la regulación del 
trabajo. Así pues, el artículo V del Título I de la Constitución (Denomina 
“Derechos y Deberes Fundamentales de la Persona”), consto de dieciséis 
artículos dedicados a los derechos laborales de las personas” (Vidal, 
2009:83).  
 
Partiendo de lo expuesto por el autor, la constitución de 1979 ha desarrollado la materia 
de derecho laboral de una forma más detallada, que las constituciones anteriores a ellas, 
realizando un capitulo exclusivamente para el trabajo.  
Es así que lo más resaltante de la constitución de 1979, siguiendo al autor antes 
mencionado, señala que. 
 
“Entre las novedades más trascendentales y polémicas, encontramos la 
consagración del derecho a estabilidad en el trabajo (artículo 48°). 
Igualmente novedosos resulta el carácter preferente otorgado a las 




obligaciones del empleador, así como un plazo prescriptorio de quince años 
para reclamar dichos conceptos (artículo 49)” (Vidal, 2009: 84).  
 
 
En la constitución de 1979, brinda una estabilidad laboral al trabajador, además de 
brindarle prioridad frente a las demás obligaciones del empleador; de ese modo 
podemos entender que el empleador estaba obligado a respetar en todo momento el 
derecho constitucionalmente reconocido y de no abusar de su facultad de empleador al 
momento de disolver el contrato laboral; por otro lado la Constitución de 1993 ha 
eliminado determinados puntos reconocidos en la Constitución de 1979. 
“La constitución de 1993 recorto el catálogo de derechos laborales 
consagrados constitucionalmente. En esas líneas, se eliminó la 
consagración expresa de la estabilidad laboral la referencia al trabajo 
nocturno y en condiciones insalubres o peligrosas, y la consagración de los 
derechos a compensación por tiempo de servicios, gratificaciones, 
bonificaciones y participación en la gestión y propiedad de la empresa (…). 
Así también se eliminó el capítulo especial sobre el trabajo incluyendo a los 
derechos laborales en el capítulo referido a los derechos sociales y 
económicos, siendo además excluidos del capítulo referido a los Derechos 
Fundamentales, lo que técnicamente resulto un grave error, que felizmente 
no tuvo efectos prácticos peyorativos” (Vidal, 2009:85). 
 
“En lugar de la estabilidad laboral, consagrada expresamente en la 
Constitución de 1979, la Constitución de 1993 establece la obligación de la 
ley de otorgar al trabajador una adecuada protección contra el despido 
arbitrario (artículo 27°)” (Vidal, 2009:86). 
 
 
Entonces, de los aportes del autor podemos decir que, los cambios que se dio de la 
Constitución de 1979 a la Constitución de 1993, principalmente es la variación de la 
estabilidad laboral que tenía el trabajador y que con la actual Constitución solo cuenta 
con la debida protección frente a un despido arbitrario, es decir el trabajador esta 
susceptible a ser víctima de un despido arbitrario, como lo hemos hoy en día, cuando el 
empleador despide al trabajador por hechos falsos, inexistentes como el despido 
fraudulento, afectando de ese modo el derecho al trabajo. 
Para Neves Mujica, (citado por Michael Vidal, 2009) nos expresa que: 
 
 
“Que el derecho al trabajo reconocido en el artículo 22° de la Constitución 
contiene a su vez el derecho a acceder a un empleo y el derecho a 
conservalo. Para el autor, en el primer caso, puede referirse a un puesto 




puesto específico, supuesto en que la norma tendría preceptividad 
inmediata. En cuanto a la conservación del empleo, coincide parcialmente 
con uno de los sentidos de la estabilidad laboral: la prohibición del despido 
injustificado (estabilidad de salida), prohibición que alcanzaría incluso a 
cualquier otra forma de extinción de la relación laboral no surgido de la 
voluntad del trabajador (jubilación forzosa, por ejemplo). En este campo, 
Neves Mujica concluye, que el artículo 22° consagraría el derecho al trabajo 
con preceptividad inmediata. Si bien esta postura es recogida solo en parte 
por el TC, deja en claro que el reconocimiento de un contenido complejo del 
derecho al trabajo tendría consecuencias relevantes también en el ámbito 
de protección de dicho derecho (debido a los efectos del nivel de 
preceptividad)”. (p. 90-91) 
 
 
Así también el Tribunal Constitucional se ha pronunciado respecto a la estabilidad 
laboral relativa, en el caso, Eusebio Llanos Huasco contra Telefónica del Perú. S.A 
(STC. N°976-2001-AA/TC) 
 
“El artículo 27° de la Constitución prescribe: “la ley otorga al trabajador 
adecuada protección contra el despido arbitrario”. Mediante dicho precepto 
constitucional no se consagra el derecho a la estabilidad laboral absoluta, 
es decir, el derecho “a no ser despedido arbitrariamente”. Solo reconoce el 
derecho del trabajador a la “protección adecuada” contra el despido 
arbitrario. 
 
El referido artículo no indica en qué términos ha de entenderse esa 
“protección adecuada”. En su lugar señala que la ley tiene la responsabilidad 
de establecerla; es decir, que su desarrollo está sujeto al principio de reserva 
de ley. En la medida que el artículo 27 de la Constitución no establece los 
términos en que debe entenderse la “protección adecuada” y prevé una 
reserva de ley para su desarrollo, el derecho allí reconocido constituye lo 
que en la doctrina constitucional se denomina un “derecho constitucional de 























2.1.- Antecedente: caso telefónica  
En el Primer Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral y previsional 2013: se 
indicó que la vía procedimental en los casos de despido incausado y despido 
fraudulento, cuando se demanda la reposición, se tramita por la vía ordinaria laboral, 
puesto que es una vía igualmente satisfactoria, que el amparo, y que en esta última vía, 
serán tramitados de manera excepcional o residual. 
(Primer Pleno en Materia Laboral: 2013) 
“(…) La Corte Suprema concluye que en supuestos distintos a los del 
despido nulo regulado por el artículo 29 del Texto Único Ordenado del 
Decreto Supremo N°728, que no es válido afirmar que la eficacia restitutoria 
de la impugnación de un despido, sea este incausado o fraudulento, se 
restrinja únicamente a la jurisdicción constitucional, sino que es posible 
ordenarla en vía ordinaria laboral. Agrega luego que con la nueva estructura 
diseñada por la Ley 29497, existen suficientes fundamentos para concluir 
que el proceso abreviado laboral se erige como la vía igualmente 
satisfactoria para la solución de conflictos en los que se discuta la existencia 
de despido incausado o fraudulento y se pretenda exclusivamente como 
pretensión principal única la reposición al centro de trabajo (…). (p.7) 
 
 
Del mismo, en el mencionado Pleno, se habla del caso FRETAL vs Telefónica, en la 
cual se realizó un control difuso del artículo 34 del Texto Único Ordenado, del Decreto 
Legislativo N°728, porque era incompatible con el derecho al trabajo, establecido en la 
Constitución Política del Perú. 




“Mediante el Expediente N°1124-2001-AA/TC, demanda de amparo 
interpuesta por el Sindicato Único de Trabajadores de Telefónica del Perú y 
FETRAL en contra de Telefónica del Perú de fecha 11 de julio del 2002. 
 
En el caso FETRATEL, el Tribunal Constitucional interpreto el artículo 34 de 
la Ley de Productividad y Competitividad Laboral en relación a lo prescrito 
por los artículos 22 y 27 de la Constitución, y aplicando el control difuso 
determino que dicha norma no resultaba compatible con la Constitución, 
precisando en el fundamento 12 c.a. que “El artículo 34, segundo párrafo, 
es incompatible con el derecho al trabajo porque vaciá de contenido este 
derecho constitucional.  En efecto, si, como quedó dicho, uno de los 
aspectos del contenido esencial del derecho al trabajo es la proscripción del 
despido salvo por causa justa, el artículo 34, segundo párrafo, al habilitar el 
despido incausado o arbitrario al empleador, vacía totalmente el contenido 
de este derecho constitucional”. En consecuencia reconocer a la 
indemnización como única opción reparadora frente a un despido arbitrario, 
niega la posibilidad de la eficacia restitutoria que obtendría un trabajador 
mediante la reposición en su puesto de trabajo, consecuencia evidente de 
la protección que obtendría en sede constitucional un trabajador víctima de 




2.2.- Definición del despido fraudulento en base a la jurisprudencia: caso 
Eusebio Llanos Huasco. 
 
Tribunal Constitucional define al despido fraudulento de la siguiente manera. 
(STC. N°976-2001-AA/TC): 
“Señala que aparece esta modalidad con lo establecido implícitamente en la 
sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el expediente N° 0628-
2001-AA/TC, de fecha 10 de julio de 2002. En aquel caso se pretendió 
presentar un supuesto de renuncia voluntaria cuando en realidad no lo era. 
En tal caso, este Tribunal considero que “El derecho del trabajo no ha dejado 
de ser tuitivo conforme aparecen de las prescripciones contenidas en los 
artículos 22 y siguientes de la Carta Magna, debido a la falta de equilibrio de 
las partes, que caracteriza a los contratos que regula el derecho civil. Por lo 
que sus lineamientos constitucionales, que forman parte de la gama de los 
derechos constitucionales, no pueden ser meramente literales o estáticos, 
sino efectivos y oportunos ante circunstancias en que se vislumbran con 
claridad el abuso del derecho en la subordinación funcional y económica…” 
(F. J. N°. 6). 
 
“Esos efectos restitutorios obedecen al propósito de cautelar la plena 
vigencia, entre otros, de los artículos 22°, 103 e inciso 3) del artículo 139 de 
la Constitución.  
Se produce el denominado despido fraudulento, cuando: 
- Se despide al trabajador con ánimo perverso y auspiciado por el 
engaño, por ende de manera contraria a la verdad y la rectitud de las 
relaciones laborales; aun cuando se cumple con la imputación de una causal 
y los cánones procedimentales, como sucede cuando se imputa al 




asimismo, se le atribuye una falta no prevista legalmente, vulnerando el 
principio de tipicidad, como lo ha señalado , en este último caso, la 
jurisprudencia este  tribunal (Exp. N°415-987/AA/TC, 555-99/AA/TC y 
150/2000-AA/TC); o se produce la extinción de la relación laboral con vicio 




Partiendo de ello, podemos decir que el despido fraudulento, es aquel acto unilateral 
que realiza el empleador, de manera dolosa, frente a la parte más débil de una relación 
laboral como el trabajador; puesto que con esa conducta no solo busca poner fin al 
contrato laboral, sino que añade supuestos hechos que nunca sucedieron y recaen en 
falsedad; afectando de ese modo no solo el derecho al trabajo sino también la dignidad 
de la persona. Por lo tanto considero que el empleador debe resarcir y restituir los 
derechos vulnerados tan igual como existe para la regulación del despido nulo, 
sancionando de ese modo la acción dolosa del empleador; toda vez que se busca 
proteger al trabajador de la arbitrariedad del empleador, todo ello amparado en el 
derecho constitucionalmente reconocido, mediante la cual se expresa en el derecho al 
trabajo. 
Por otro lado considero, que si bien el despido fraudulento tiene un origen 
jurisprudencial, esta debería estar debidamente regulado así como los otros tipos de 
despido, para otorgar una debida protección a las víctimas de este despido, en particular 
considero que a este tipo de despido se le debe reconocer tanto el carácter restitutoria 
a través de la reposición, así como el pago de las remuneraciones devengadas como 
un aspecto sancionador para el empleador por el hecho de despedir al trabajador de 
manera dolosa; contando con elementos que le diferencia de los otros tipos de despido 
como: hechos inexistentes, falsos o imaginarios, principio de tipicidad, vicio de la 
voluntad y el principio de inmediatez . Sin embargo el tema de remuneraciones 
devengadas será analizada en el próximo capítulo, partiendo de lo general a lo 





2.2.1) despidos con imputación de hechos inexistentes, falsos o imaginarios. 




“La sentencia que declara fundada la demanda por considerar que los 
hechos imputados al trabajador no fueron demostrados, debiendo anotar 
que ni siquiera se llega a discutir la eventual responsabilidad del trabajador 
respecto de ciertos hechos comprobados y verificados, sino que la 
existencia de los hechos que le fueron imputados para despedirlo no fue 
probada, lo que evidencia que estos eran irreales o ficticios y fueron 





“Una inexistente e irreal equiparable a un despido incausado, por cuanto los 
hechos imputados a la demandante no estaban en el ámbito de su 
competencia y obligaciones ya que esta correspondía a otra área de la 
empresa”. (Blancas, 2013: 525) 
 
 
En este caso también el Tribunal Constitucional considero como fraudulento la acción 
que realizo el empleador al despedir al trabajador, basado en hechos inexistentes e 
irreales, las cuales no han podido ser probadas durante el proceso, por parte del 
empleador. 
 
2.2.2) vulneración del principio de tipicidad. 
 
Principio de tipicidad: 
 
 
“La tipicidad consiste en la descripción expresa, detallada y clara de la 
conducta infractora y la indicación de la sanción específica para dicha 
infracción. Acorde con el principio de legalidad, esta descripción de la 
conducta sancionable y la mención de la sanción respectiva deben regularse 
en una norma con rango de ley. 
Además, el Principio de Tipicidad obliga a las entidades públicas a no 
efectuar interpretaciones extensivas o analógicas de las conductas y de las 
sanciones señaladas en la norma, de tal manera que al calificar una 
infracción e imponer la sanción correspondiente, los funcionarios 
competentes deben ceñirse a la tipificación prevista en la ley y no extender 
los efectos de dicha tipificación a conductas que no encajan en la 
descripción o aplicar sanciones que no han sido señaladas expresamente 





“(…) Hechos constitutivos de la conducta del empleador se encuadren en 
alguno de los supuestos descritos por ley”. (Blancas, 2013: 704) 
 
 
Partiendo de ello, podemos decir que el Principio de Tipicidad, es la descripción exacta 
y precisa de una determinada conducta que se considera como infractora de una ley, la 
cual es pasible de una sanción; para ello es necesario que tal conducta se encuentre 
tipificada en la norma y de no ser así, no hay sanción que aplicar al supuesto infractor. 
Así mismo, en el caso del despido fraudulento se infringe el principio de tipicidad cuando 
el empleador atribuye faltas que no cuentan con un sustento legal; con esto quiero decir 
que el empleador al momento de fundamentar dicho despido deberá tener un soporte 
legal que ampare tal conducta, de lo contrario, el acto unilateral realizado por el 
empleador será sancionado, puesto que su conducta va en contra de lo establecido por 
nuestro ordenamiento jurídico. Para ilustrar mejor, vamos analizar la siguiente sentencia 
emitida por el Tribunal Constitucional en relación a la tipicidad. 
 (STC N°02893-2009-PA/TC) 
“En este caso se le imputa a la trabajadora, concurrentemente, las faltas 
graves de reiterada resistencia a las ordenes relacionadas con sus labores, 
incumplimiento de sus obligaciones labores y apropiación de bienes del 
empleador por el hecho de no haber entregado a su empleador los CITT 
emitidos por Essalud para tramitar el reembolso del subsidio por 
incapacidad. El criterio del TC es que “(…) la demandante ha sido objeto 
de un despido fraudulento pero los hechos imputados no están previstos 
legalmente como faltas graves, y ha quedado acreditada la vocación 
perversa o disfrazada del empleador de utilizar los acontecimientos 
producidos en el devenir de la relación laboral y la desmejorada condición 
de salud de la demandante para cometer un despido fraudulento. Con este 





2.2.3) extinción de la relación laboral en base al vicio de la voluntad 
 
“Respecto al supuesto de despido fraudulento con vicio de la voluntad, la 
jurisprudencia constitucional considera que este se produjo porque la 
supuesta renuncia de la demandante no fue voluntaria sino que la empresa 
demandada la obligó, mediante presiones, a firmar el documento 
respectivo configurándose su despido arbitrario, violatorio de sus derechos 
constitucionales STC N° 628-2001-AA/TC. En la STC N°040-2011-PA/TC, 
se puntualiza que, no obstante, alegar la demandante la existencia de 
presiones y amenazas del empleador para obligarla a renunciar al no 




establecerse la existencia de un despido fraudulento. Criterio similar se 




2.2.4) despidos con violación del principio de inmediatez 
 
Es importante hablar de ese principio al igual que los demás, solo que para este caso 
tenemos una variante la cual radica en el tiempo, y ella nos servirá para determinar si la 
decisión tomada por el empleador para dar fin a la relación laboral fue o no arbitraria; 
con respecto a ello daremos las siguientes precisiones, siguiendo los conceptos de los 
distintos autores,  
 
“(…) El supuesto de vulneración del “principio de inmediatez” por cuanto “si 
la causa se entendió condonada o perdonada por el empleador esto quiere 
decir que la causa que existió ya no existe”. En tal sentido, el TC ha 
considerado que “(…) al no respetar el principio de inmediatez y atribuirle a 
la trabajadora una falta no prevista legalmente, la demandada refleja una 
evidente intención de despedir deliberada y maliciosamente a la recurrente 
sin que exista causal justificada, razonable y proporcional para ello, razón 
por el cual el presente despido (…) deviene en fraudulento resultado lesivo 
del derecho constitucional al trabajo.  
El criterio no es ciertamente forzado, porque si el empleador no sanciono 
oportunamente al trabajador, pretender hacerlo extemporáneamente, 
cuando por virtud del principio de inmediatez ello no es posible, revela una 
actitud maliciosa y contraria a la buena fe – que obliga a ambas partes y no 
solo al trabajador -, por cuanto pretende ampararse en la ley para realizar 
un acto que esta no permite”. (Blancas, 2013:531-532) 
 
 
“Si el empleador considera que un trabajador a cometido una falta grave por 
la cual que debe ser sancionado con el despido está obligado a tomar una 
decisión dentro de un plazo razonable que guarde relación entre el momento 
en que se conoció la falta y la fecha del despido. Constituye según el 
Tribunal Constitucional “un límite temporal a la facultad del empleador de 
sancionar al trabajador por la comisión de una falta””. (Arévalo, 2016:333) 
 
 
“Conforme al artículo 31 de la LPCL, tanto para la remisión de la carta de 
preaviso como para la comunicación del despido debe observarse el 
principio de inmediatez. En virtud de esta regla de orden procesal, tales 
comunicaciones deben enviarse al trabajador sin mayor intervalo de tiempo 
desde el descubrimiento de la falta laboral, dentro de un margen de 
razonabilidad determinado por las circunstancias del caso concreto y por la 
naturaleza de la falta cometida. La inmediatez, por consiguiente, no implica 
una medida de tiempo exacta o plazo fijo para realizar la comunicación, aun 
cuando algunos fallos judiciales han fijado algunos términos referenciales 






De acuerdo a lo expuesto anteriormente, puedo decir que el principio de inmediatez 
parte del tiempo y de la acción que realiza el trabajador, es decir el empleador está 
facultada legalmente a despedir al trabajador bajo dos supuestos su capacidad y su 
conducta, y dentro de ella, es necesario que el trabajador realice sus descargos 
correspondientes para determinar sus razones que le llevaron a realizar tal acto, la cual 
es considerado como falta; pero si el empleador decide perdonar o pasar por alto la 
conducta del trabajador, ya sea antes o después que realice los descargos, el empleador 
no podrá justificar el despido por hechos pasados que han sido puestos a conocimiento 
del empleador. 
 
2.3.- Análisis jurisprudencial del precedente vinculante- CASO BAYLON FLORES 
En la STC del expediente N°0206-2005-PA/TC, caso César Baylón Flores contra E.P.S. 
EMAPA HUACHO S.A, el Tribunal Constitucional estableció como precedente 
vinculante lo siguiente: 
“Hasta la fecha de dilucidación del presente caso los criterios de la 
jurisdicción constitucional habían sido sumamente flexibles y amplios en la 
evaluación de una gran variedad de controversias laborales de carácter 
individual, sea en el ámbito laboral privado o en el público, sobre la base del 
carácter alternativo del proceso constitucional del amparo. Sin embargo, y 
dentro del marco de la función de ordenación del Tribunal Constitucional, se 
hace indispensable, para los casos de materia laboral individual, privada o 
pública, tramitados en la vía del proceso de amparo, la aplicación de los 
criterios establecidos en el presente caso, con relación al carácter residual 
del proceso de amparo y de los criterios jurisprudenciales sustantivos 
relativos a los derechos laborales desarrollados a través de la jurisprudencia 
de este Tribunal Constitucional, a fin de no desnaturalizar el carácter 
extraordinario, breve y expeditivo del proceso de amparo”. (F. J. N° 32) 
 
Por ello, de conformidad con lo dispuesto en el artículo VII del Título 
Preliminar del Código Procesal Constitucional, los criterios contenidos en los 
fundamentos 7 a 25 supra, constituyen precedente vinculante, puesto que 
son indispensables para determinar la procedencia de la vía del proceso 
constitucional de amparo. (F. J. N°33) 
 
Con ello el Tribunal Constitucional busca perfeccionar el proceso de amparo 
a fin de que sea realmente eficaz y expeditivo. Por tanto el precedente 
establecido será de “vinculación inmediata a partir del día siguiente de su 
publicación en el diario oficial El Peruano, de modo que toda demanda que 
sea presentada y no reúna las condiciones del precedente, o las que se 
encuentren en trámite e igualmente no reúnan tales condiciones, deberán 





“Caso Baylón tiene la particularidad de constituirse en el vehículo para la 
difusión de la posición definitiva del Tribunal Constitucional en materia de 
tutela procesal del derecho al trabajo. A partir del referido caso, el tribunal 
ha dejado establecido que el proceso de amparo “(no) es el único medio 
para salvaguardar los derechos constitucionales”. Ha agregado el Tribunal 
que “debe tenerse presente que todos los jueces se encuentran vinculados 
por la Constitución y los tratados de derechos internaciones de derechos 
humanos; más aún cuando la Constitución los habilita a efectuar el control 
difuso conforme a su artículo 138°”. 
Sobre la mencionada base, el Tribunal ha señalado que “solo en los casos 
en los que tales vías ordinarias no sean idóneas satisfactorias o eficaces 
para la cautela del derecho o por la necesidad de protección urgente o en 
situaciones especiales que han de ser analizadas, caso por caso, por los 
jueces, será posible acudir a la vía extraordinaria del amparo, 
correspondiendo al demandante la carga de la prueba para demostrar que 
el proceso de amparo es la vía idónea y eficaz para restablecer el ejercicio 
de su derecho constitucional vulnerado y no el proceso judicial de que se 
trate”. 
Sin embargo, agrego, “los criterios jurisprudenciales establecidos en el caso 
Llanos Huasco, expediente N°976-2004-AA/TC, para los casos de despidos 
incausados [en los cuales no existe imputación de causa alguna], 
fraudulentos y nulos, se mantendrán en esencia”. En ese sentido, concluyo 
que “ si tal como hemos señalado, el contenido del derecho constitucional a 
una protección adecuada contra el despido arbitrario supone la 
indemnización o la reposición según corresponda a elección del trabajador, 
entonces, en caso en que la vía judicial ordinaria no sea posible obtener la 
reposición o la restitución del derecho vulnerado, el amparo se la vía idónea  
para obtener la protección adecuada de los trabajadores del régimen laboral 
privado incluida la reposición cuando el despido se funde en los supuestos 
mencionados”. 
El Tribunal concluyo también “ en cuanto al despido fraudulento, esto es, 
cuando se imputa al trabajador hechos notoriamente inexistentes, falsos o 
imaginarios, o se le atribuye una falta no prevista legalmente, solo será 
procedente a la vía del amparo cuando el demandante acredite fehaciente 
e indubitablemente que existió fraude, pues en ese caso contrario, es decir, 
cuando haya controversia o duda sobre los hechos corresponderá a  vía 
ordinaria laboral determinar la veracidad o falsead de ellos.  
Con relación al despido nulo el Tribunal finalmente sostuvo que “cuando se 
formulen demandas fundadas en las causales que configuren un despido 
nulo, el amparo será procedente por las razones expuestas, considerando 
la protección urgente que se requiere para este tipo de casos, sin perjuicio 
del derecho del trabajador a recurrir a la vía judicial ordinaria laboral, si así 




2.4.- Eficacia reparadora. 
 
Uno de los efectos que se logra al interponer una demanda de despido fraudulento, es 
que al trabajador se le restituya el puesto de trabajo, la cual ha sido indebidamente 




supuesta falta del trabajador y la cual esta es evidenciada durante todo el proceso 
ordinario laboral, puesto que es en ella que se actúa todo medio probatorio. 
 
 
“Cuando la impugnación del despido se sustancia por la vía del proceso de 
amparo, en cualquiera de los supuestos antes analizados, el efecto de la 
sentencia que declara fundada la demanda consiste en la reposición del 
trabajador a su empleo. 
Ello es consecuencia inexorable de la eficacia restituirá que corresponde, 
por naturaleza, a los procesos constitucionales de garantía, en general, cuya 
finalidad consiste en proteger los derechos constitucionales lo cual se 
lograra restituyendo o reponiendo al agraviado en el goce y ejercicio del 
derecho lesionado. 
En este sentido, el propio TC ha señalado que “por la propia finalidad del 
amparo al tipo de protección procesal contra el despido arbitrario no puede 
concluir, como en las acciones deducibles en la jurisdicción ordinaria, en 
ordenar el pago de una indemnización frente a la constatación de un despido 
arbitrario; sino en, como expresamente indica el artículo 1 de la ley N°23506 
“reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación 
de un derecho constitucional”. (STC N°976-2001-AA/TC, F.J.13) El código 
procesal constitucional (CPCO)” Ley N°28237, que a reemplazo a la ley 
N°23506 contiene una formula semejante al expresar que los procesos de 
Habeás Corpus, Amparo, Habeas Data y Cumplimiento “(…) tiene por 
finalidad proteger los derechos constitucionales, reponiendo las cosas al 
estado anterior a la violación o amenaza de violación de derecho 
constitucional (…)” (Blancas, 2013:224) 
 
 
Así, también es importante, mencionar el siguiente apartado señalado en el Primer 
Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral y previsional 2013, respecto al caso en 
mención, la cual señala el efecto restitutorio en este tipo de despido. 
 
 
“En el caso Llanos Huasco, el Tribunal Constitucional reiteró el criterio de la 
sentencia del caso FETRATEL respecto a la protección adecuada frente a 
un despido arbitrario, así como los alcances del artículo 27 de la 
Constitución, pero estableciendo además una tipología y una definición de 
cada uno de los tres supuestos de despido que merecen tutela constitucional 
a través del efecto restitutorio o reposición en el empleo: el despido nulo, el 
despido incausado, y el despido fraudulento, concluyendo que la protección 
adecuada contra el despido arbitrario, reconocida en el artículo 27 de la 
Constitución permitía tanto una eficacia restitutoria como una resarcitoria, 
según lo señalado en el fundamento jurídico 12, modificando en virtud de 
este criterio, el esquema de protección aplicado desde la entrada en vigencia 
del Decreto Legislativo número 728, el cual quedo determinado de la 
siguiente manera: a) despido nulo, protegido mediante reposición,  b) 
despido incausado, protegido mediante reposición, c) despido fraudulento, 
protegido mediante reposición, d) despido injustificado, protegido mediante 










CAPÍTULO 3  
 
REMUNERACIONES DEVENGADAS 
En este capítulo trataremos de las remuneraciones devengadas, tema que se discute 
mucho para su reconocimiento dentro del despido fraudulento, para ello vamos a 
empezar definiendo que se entiendo por remuneraciones, señalando los puntos más 
importantes y finalmente abarcaremos las remuneraciones devengadas. 
3.1 CONCEPTO 
La Organización Internacional del Trabajo, en el convenio N°95, sobre protección del 
salario, 1949, en su artículo primero, define al salario de la siguiente manera: 
“(…) El termino salario significa la remuneración o ganancia, sea cual fuere 
su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en 
efectivo, fijada por acuerdo o por la legislación nacional, y debida por un 
empleador a un trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito o 
verbal, por el trabajo que este último haya efectuado o deba efectuar o por 
servicios que haya prestado o deba prestar”. 
 
El Texto Único Ordenado de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, en su 
artículo N°6 define a la remuneración de la siguiente manera. 
“Constituye remuneración para todo efecto legal el integro de lo que el 
trabajador recibe por sus servicios, en dinero o en especie, cualquiera sea 
la forma o la denominación que tenga, siempre que sean de su libre 
disposición. Las sumas de dinero que se entreguen al trabajador 
directamente en calidad de alimentación principal, como desayuno, 
almuerzo o refrigerio que lo sustituya o cena, tienen naturaleza 
remunerativa. No constituye remuneración computable para efecto de 
cálculo de los aportes y contribuciones a la seguridad social así como para 
ningún derecho o beneficio de naturaleza laboral el valor de las prestaciones 
alimentarias otorgadas bajo la modalidad de suministro indirecto”.  
 
 
“Es el pago realizado por el empleador directamente al trabajador, siempre 




forma periódica o por una sola vez durante el curso del contrato de 
trabajo”.(Haro, 2011:197) 
 
“La remuneración o salario, como también se le conoce, como todo pago en 
dinero o excepcionalmente en especie, que percibe el trabajador por los 
servicios efectivamente prestados al empleador o por haber puestos su 
fuerza de trabajo a disposición del mismo. El concepto de remuneración 
incluye no solo la remuneración ordinaria percibirá por el trabajador, sino 
también todo otro pago cualquiera sea la forma o denominación que se le 
dé, salvo que por norma expresa se le niegue tal calidad”. (Arévalo, 2016:25) 
 
 
“La remuneración no solamente es un elemento esencial del contrato de 
trabajo, sino que constituye un derecho fundamental reconocido por el 
artículo 24 de la Constitución de 1993. Ciertamente el artículo 24 de la 
Constitución contiene una fórmula de contenido general y de preceptividad 
o eficacia diferida (o programática) al señalar que el trabajador tiene derecho 
a una remuneración equitativa y suficiente que procure para él y su familia 
bienestar material y espiritual (…)”. (Toyama, 2015:279) 
 
 
Por mi parte, puedo decir que la remuneración es una forma de retribución ya sea de 
manera económica o en especie, que está obligado a realizar el empleador a favor del 
trabajador por los servicios realizados ante él; ello en virtud de un contrato de trabajo, 
en la cual se establece el modo y el plazo en la que se va a efectuar el pago. 
 
3.2. Características de la remuneración  
La remuneración cuenta con las siguientes características, la cual vamos a analizar 
desde el punto de vista de distintos autores. 
3.2.a) es una contraprestación 
 
“Al existir un trabajo dependiente o prestación, corresponde como 
contraprestación el pago de una remuneración. Este elemento es utilizado 
como un criterio fundamental para decidir sobre la existencia o no del vínculo 
laboral”. (Haro, 2011:201) 
 
 
3.2.b) libertar de disposición  
 
 
“Los montos remunerativos pagados al trabajador, deben ser utilizados a su 
libre albedrio en los gastos que el disponga, sin necesidad de consultar o 
informar a su empleador. Sin embargo, en calidad de excepción se 




las sumas que por tal concepto abonen al concesionario o directamente al 
trabajador”. (Haro, 2011:201) 
 
3.2. c) alimentario  
 
“Se desprende del hecho de que por estar dedicado el trabajador en forma 
personal a cumplir con sus labores a favor del empleador, no puede 
desarrollar otras actividades que le permitan satisfacer las necesidades de 
subsistencia de él y de su familia, debiendo atender dicha necesidades con 
la remuneración que percibe”. (Arévalo, 2016:244) 
 
 
“La naturaleza alimentaria de la remuneración viene asociada al criterio de 
inembargabilidad y protección del salario, que constituye la regla general 
salvo excepciones taxativamente establecidas y especialmente reguladas”. 
(García, Valderrama y Paredes, 2014:21) 
 
 
“Las deudas ordinarias del trabajador no pueden originar medidas de 
embargo sobre estas. La excepcion a esta regla es la pensión alimenticia 




“Implica que la remuneración debe ser pagada en dinero, pues, este le 
permite al trabajador y su familia adquirir los bienes y servicios que requiere 
para satisfacer sus necesidades. 
Si bien la ley deja abierta la posibilidad del pago de remuneraciones en 
especie, considero que no es admisible que el total de la remuneración 
pueda ser cancelado de esta manera, solo en forma excepcional, y previo 
acuerdo entre los sujetos del contrato de trabajo, por lo que es posible 
aceptar que una parte de la remuneración sea abonada en especie; un 




“Las remuneraciones deben ser pagadas en dinero por ser el contrato 
laboral oneroso, sin embargo, por excepción también se puede recibir una 
remuneración en especie, es decir en artículos o productos de primera 





“La remuneración no puede ser tocada por nadie ni siquiera por el 
empleador, ya que solo puede ser cobrada por el trabajador y 
excepcionalmente por su esposa, padres o hijos, previa carta poder firmada 






3.2.f) primacía de la remuneración ante un riesgo económico de la empresa 
 
“Significa que las perdida que sufra la empresa como consecuencia de la 
naturaleza aleatoria de la actividad económica, no pueden perjudicar las 
remuneraciones de los trabajadores, pues, el patrono es el único 
responsable de la explotación del negocio”. (Arévalo, 2016:244) 
 
 
“Materia asociada a la irrenunciabilidad de derechos es el carácter prioritario 
del cobro de la remuneración y otros derechos de naturaleza laboral. O, lo 
que en doctrina se conoce como “superprivilegio” del crédito laboral y que 
se encuentra consagrado en el segundo párrafo del artículo 24 de la 
Constitución Política del Perú, que hemos transcrito anteriormente. 
El carácter superprivilegiado del crédito laboral - que incluye, como no, a la 
remuneración – determina que, sean cuales fueren las circunstancias que 
rodeen al empleador, el pago de las deudas laborales siempre tendrá 
preferencia respecto de otras deudas de la misma empresa”. (García, 
Valderrama y Paredes, 2014:22) 
 
 
“En caso de quiebra o liquidación de la empresa, las remuneraciones, así 
como los beneficios sociales del trabajador, tienen preferencia frente a otros 




Partiendo de que la remuneración es un derecho constitucionalmente reconocido, es 
importante saber cuáles son sus características, y de ellos puedo concluir que la 
remuneración es un elemento indispensable, por el cual el trabajador podrá satisfacer 
sus necesidades básicas de él y de su familia, y estas no pueden ser sujetas a 
condiciones por nadie, salvo por manado judicial, en el caso de alimentos; por otro lado 
el trabajador no se podrá ver perjudicado en caso que la empresa recae en quiebra, 
puesto que los trabajadores se encuentran en primer orden para ejecutar el pago de sus 
créditos; ello tiene fundamento en nuestro ordenamiento jurídico la cual se entiende que 
el empleador está obligado a pagar en primer orden la deuda laboral antes que cualquier 
otra deuda que pudiese tener con otros personas e instituciones. 
 





En el artículo 7, del Texto Único Ordenado de la Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral, nos dice que en relación a los artículos 19 y 20 de del Texto Único Ordenado 
del Decreto Legislativo N°650 – Ley de Compensación por Tiempo de Servicio. 
“Articulo 19.- 
 
No se consideran remuneraciones computables las siguientes: 
a) Gratificaciones extraordinarias u otros pagos que perciba el trabajador 
ocasionalmente, a título de liberalidad del empleador o que hayan sido 
materia de convención colectiva, o aceptadas en los procedimientos de 
conciliación o mediación, o establecidas por resolución de la Autoridad 
Administrativa de Trabajo, o por laudo arbitral. Se incluye en este concepto 
la bonificación por cierre de pliego; 
b) Cualquier forma de participación en las utilidades de la empresa; 
c) El costo o valor de las condiciones de trabajo; 
d) La canasta de navidad o similares; 
e) El valor del transporte, siempre que este supeditado a la asistencia al 
centro de trabajo y que razonablemente cubra el respectivo traslado. Se 
incluye en este concepto el monto fijo que el empleador otorgue por pacto 
individual o convención colectiva, siempre que cumpla con los requisitos 
antes mencionados; 
f) La asignación o bonificación por educación, siempre que sea por un 
monto razonable y se encuentre debidamente sustentada; 
g) Las asignaciones o bonificaciones por cumpleaños, matrimonios, 
nacimientos de hijos, fallecimiento y aquellas de semejante naturaleza. 
Igualmente, las asignaciones que se abonen con motivo de determinadas 
festividades siempre que sean consecuencia de una negociación colectiva; 
h) Los bienes que la empresa otorgue a sus trabajadores, de su propia 
producción, en cantidad razonable para su consumo directo y de su familia; 
i) Todos aquellos montos que se otorgan al trabajador para el cabal 
desempeño de su labor o con ocasión de sus funciones, tales como 
movilidad, viáticos, gastos de representación, vestuarios y en general todo 
lo que razonablemente cumpla tal objeto y no constituye beneficio o ventaja 
patrimonial para el trabajador; 
j) La alimentación proporcionada directamente por el empleador que 
tenga la calidad de condición de trabajo, por ser indispensable para la 
prestación de servicios, las prestaciones alimentarias otorgadas bajo la 
modalidad de suministro indirecto de acuerdo a su ley correspondiente, o 





Tampoco se incluirá en la remuneración computable la alimentación 
proporcionada directamente por el empleador que tenga la calidad de 
condición de trabajo por ser indispensable para la prestación de los 
servicios, o cuando se derive de mandato legal”. 
 
 






“El trabajador goza de manera irrestricta de los derechos que le asigna la 
Constitución y la Ley, por estar concebidos dentro de un marco de protección 
dada su posición naturalmente débil en la relación laboral. La remuneración 
está protegida por el principio de irrenunciabilidad de derechos, que es de 
orden público. No puede el trabajador dejar de percibirla aun cuando ello 
pueda obedecer a una decisión propia, tanto menos si proviene de su 
empleador. Está prohibido el trabajo forzoso, todo trabajo debe ser 
remunerado”. (García, Valderrama y Paredes, 2014:15) 
 
 
3.5. Remuneraciones devengadas por causa del despido nulo 
 
Para poder definir que son las remuneraciones devengas, nos vamos a remitir al Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo N°728, Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral (LPCL) DS.N°003-97-TR. En su artículo  
 
“Articulo 40.  
 
(…) Pago de las remuneraciones dejadas de percibir desde la fecha que 
se produjo, con deducción de los periodos de inactividad procesal no 
imputables a las partes (…)”. 
  
 
Partiendo de ello, podemos decir que las remuneraciones devengadas, se da a 
consecuencia del acto unilateral del empleador, manifestado en el despido, y se le 
llama remuneraciones devengas por el pago de remuneraciones dejadas de recibir, 
percibir desde la fecha que se produjo cese laboral.  
Según nuestro cuerpo normativo laboral vigente, otorga las remuneraciones 
devengadas únicamente para el caso de despido nulo, ya que ello afecta los derechos 
fundamentales reconocidos en la Constitución, y ante este tipo de despido se le 
reconoce la reposición a su centro de trabajo (mediante la restitución del derecho 
vulnerado, es decir volver al estado anterior del despido), el reconocimiento de 
remuneraciones devengadas y la consignación que corresponde a la compensación 
















ANÁLISIS LEGAL Y JURISPRUDENCIAL DEL OTORGAMIENTO DE LAS 
REMUNERACIONES DEVENGADAS EN LOS CASOS DE DESPIDO 
FRAUDULENTO 
 
4.1 Otorgamiento de las remuneraciones devengadas para el despido incausado 
y el despido fraudulento. 
 ante ello surge la pregunta ¿porque para el despido fraudulento no se le puede 
reconocer lo mismo que al despido nulo?, ya que en mi opinión, siguiendo la postura 
de la parte minoritaria del V pleno jurisdiccional, considero que el despido fraudulento 
lesiona un conjunto de derechos fundamentale, tal cual lo hace el despido nulo, y ante 
este último despido el empleador es sancionado de tres maneras; mediante la 
reposición del trabajador a su centro de trabajo, pago de remuneraciones devengadas, 
y la consignación/depósito de la compensación por tiempo de servicio.  
Ante ello, vamos a analizar las dos posturas que se ha dado en el V pleno jurisdiccional, 
en el que se ha debatido, el tema de remuneraciones devengadas en el despido 
fraudulento. 
4.1.1) posición en contra 
Primera postura, por la parte mayoritaria, conformada por Jueces Supremos Arévalo 
Vela, Lama More, Chumpitaz Medina, Vinatea Medina, Yrivarren Fallaque, Torres 
Vega, Mac Rae Thays, Chaves Zapater, Rueda Fernández, De la Rosa Bedriñana, 
Malca Guaylupo. 
Acordaron lo siguiente: 
En el V Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral y previsional: 2017 
“En los casos de despido incausado y despido fraudulento, el trabajador 




acumular simultáneamente el pago de la indemnización de los daños y 
perjuicios sufridos, las que incluyen el daño emergente, lucro cesante y el 
daño moral. 
La indemnización de daño y perjuicios sustituye cualquier pretensión por 
remuneraciones devengadas.  
El juez valorará  los medios probatorios para determinar la existencia del 
daño, la relación de causalidad con el despido, el factor subjetivo de 
atribución de responsabilidad, y el cálculo de la suma indemnizatoria, 
según el petitorio y los hechos; asimismo, en caso se le reconozca al 
trabajador un monto indemnizatorio por daños y perjuicios, el juez de oficio 
ordenará pagar una suma por daños punitivos, la misma cuyo monto 
máximo será equivalente al monto que hubiera correspondido al trabajador 
aportar al Sistema Privado de Pensiones, Sistema Nacional de Pensiones 
o cualquier otro régimen previsionales que corresponda”.  
 
 
Ante ello, vamos a analizar el acuerdo al que han arribado los magistrados; primero 
nos indica que, el trabajador víctima de un despido incausado o fraudulento tiene 
derecho a la reposición a su centro de trabajo, ello amparado en el efecto restitutorio, 
por haber afectado de manera dolosa derechos fundamentales contemplados en 
nuestra Constitución, la cual busca regresar las cosas al estado anterior de los 
derechos vulnerados; como segundo punto tenemos la indemnización por daños y 
perjuicios, es importante señalar que es diferente a la indemnización que se otorga en 
caso de un despido arbitrario, puesto que en este caso, se otorga una remuneración y 
media por año de servicio prestado, hasta un tope de doce remuneraciones, 
independientemente de sus beneficios sociales. 
En el caso particular del despido incausado y fraudulento, la indemnización por daños 
y perjuicios va a remplazar a las remuneraciones devengadas que el trabajador señale 
en su petitorio; por lo tanto los criterios que va a determinar dicha indemnización, está 
relacionada en cuatro aspectos:  
1.- los medios probatorios: que serán sustentados por las partes, tanto empleador 
como el trabajador, tratando en todo momento hacer valer su defensa, sin embargo 
ello debe estar debidamente sustentado mediante documentos fehacientes; partiendo 
de ello, se va a determinar el daño que se ha ocasionado en la victima del despido, es 
decir en este punto se tendrá en consideración el lucro cesante (expresada en las 




(expresada en todos los gastos en los que va incurrir la víctima del despido, por ejemplo 
en este caso en particular por los servicios contratados por un abogado) y el daño 
moral (relacionada a los sentimientos del trabajador despedido, la aflicción que pueda 
sentir a causa del despido); de ahí que por estas razón es que se va a determinar el 
daño causado al trabajador. 
2.- la relación causal o nexo causal del despido: partiendo de que en la relación causal 
debe existir una causa – efecto, antecedente – consecuente; podemos interpretarlo 
para el caso en concreto, a la causa como: la falta grave que se le imputa al trabajador 
por su conducta y al efecto: el acto unilateral del despido que realiza el empleador. 
3.- factor subjetivo de la responsabilidad: dentro del factor subjetivo tenemos dos 
supuestos la culpa y el dolo; pero para el caso en concreto de un despido fraudulento, 
el factor subjetivo es el dolo, ya que con toda intención pone fin a la relación de trabajo 
afectando derechos fundamentales consagrados en nuestra Constitución 
4.- cálculo de la indemnización: en este punto se realizara una sumatoria de todo 
aquello que el juez reconocerá por daños y perjuicios, evaluando previamente todos 
los medios probatorios que presenten las partes. 
Finalmente, luego de haber analizado lo antes dicho, el juez independientemente de 
oficio va ordenar el pago por concepto de daño punitivo, relacionado a las aportaciones 
que hubiera realizado el trabajador al sistema de pensiones, la cual tendrá como 
máximo un monto similar del que hubiera aportado el trabajador si este aun seguiría 
manteniendo una relación laboral.  
De esta manera, luego de haber analizado los puntos más importantes, en la cual han 
arribado la parte mayoritaria en este pleno; ellos consideran que las remuneraciones 
devengadas que solicitan los trabajadores víctimas de un despido fraudulento, deben 
solicitarlo en calidad de indemnización por daños y perjuicios. En mi opinión considero 
que no debe ser así, puesto que las remuneraciones devengadas a causa del despido 
fraudulento, no viene a ser un tipo de indemnización; si bien en el caso particular existe 




inexistentes al trabajador, dicha indemnización debe ser considerada de manera 
independiente a las remuneraciones devengas. Una razones más, por el cual no se 
otorga las remuneraciones devengadas para el caso de despido fraudulento, es 
precisamente concordante a lo expresado por el Tribunal Constitucional; ya que 
considera estrictamente que la remuneración es una contraprestación a la fuerza de 
trabajo efectivamente realizado por el trabajador; entonces si el trabajador no realizo 
trabajo alguno, esté no debería percibir ningún tipo de remuneraciones, pero es 
importante señalar que el trabajador se encuentra impedido de cumplir con sus 
obligaciones por el despido inconstitucional realizado por su empleador. 
Del mismo modo, también hace mención a la labor efectiva que debe prestar el 
trabajador, puesto que:  
V Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral: 2017 
 
 “(…) En el ordenamiento jurídico legal nacional no existe ninguna norma 
legal que establezca que luego de un despido incausado o de un 
fraudulento la relación laboral persiste en su existencia, o que el trabajador 
tiene derecho al pago de remuneraciones, derecho que se genera dentro 
de una relación laboral producto de una labor efectiva. Distinto es el caso, 
por ejemplo, del despido nulo en el que corresponde el pago de 





Asimismo, de la entrevista realizada al Juez Supremo de la Sala de Derecho 
Constitucional y Social Permanente, el Magistrado Malca Huaylupo Víctor Raúl.; señala 
lo siguiente: respecto a la posibilidad de otorgamiento de las remuneraciones devengas 
en los casos de despido fraudulento: 
“Dijo que, no: porque no hay una ley que lo ordene y que han estado 
haciendo una interpretación extensiva del artículo 40, porque el artículo en 
mención es preciso, no tiene vacíos, además es anterior a la resolución del 
TC. Entonces acá no hay conflicto normativo, porque el artículo 40 dice solo 
y únicamente para el despido nulo.  
Pero también el asunto es como resarcir ese daño en el trabajador en una 
situación injusta que te despidan de una manera malévola, inventándote una 
falta grave, induciendo, dolo, violencia, intimidación, el despido incausado 
que sea de un monto a otro. Comparte la posición de que se debe resarcir 




En el despido nulo se le paga las remuneraciones como si hubiera trabajo, 
eso no ocurre en el despido fraudulento y el despido incausado, porque no 
hay ley que autorice, entonces las remuneraciones es una modalidad 
contraprestativa, en este caso por una causa imputable al empleador, en 
estos dos casos no puedes ordenar las remuneraciones devengadas pero si 
puedes ordenar el pago de daños, y dicho pago es superior a la sola 
remuneración devengada.  
Si nosotros comparamos las remuneraciones devengadas (remuneraciones 
dejadas de percibir) con la teoría de daños: daño emergente, lucro cesante 
(remuneraciones dejadas de percibir pero con la diferencia que uno es 
contraprestativo y el otro es indemnizatorio, la naturaleza jurídica es 
diferente. 
Muchos tomamos como referencia las remuneraciones devengas para 
señalar el lucro cesante pero hay que ver varios factores en cada caso en 
concreto, por los daños son muchos más amplios, porque hay un daño 
emergente y sobre todo que hay un daño moral del trabajador, sino también 
el daño al proyecto de vida, daño a la persona, y el artículo 1332 del C. civil 
te da la posibilidad de que tu gradúes el daño; hay conceptos más amplios, 
más riqueza.  
 
En conclusión, son dos motivos por el cual, según esta parte mayoritaria no se debe 
otorgar las remuneraciones devengadas para el despido incausado y fraudulento; una 
porque no existe una laboral efectiva y segundo porque no tenemos una mandato legal, 
así como  para el despido nulo expresado en el artículo N° 40 del D.S. N°003-97-TR.  
 
4.1.2) posición a favor 
El acuerdo de la parte minoritaria. 
La segunda postura, por la parte minoritaria, conformada por Jueces Supremos Vicente 
Rodolfo Walde Jáuregui, Jacinto Julio Rodríguez Mendoza, y Jueces Supremos 
Provisionales Omar Toledo Toribio y Carlos Giovanni Arias Lazarte 
Acordaron lo siguiente: 
 
 V Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral: 2017 
“En los procesos de reposición por despido incausado y fraudulento el 
trabajador tiene derecho al pago de las remuneraciones devengadas y/o al 
pago de una indemnización por daños y perjuicios, pretensiones que 
pueden acumularse a la demanda de reposición”.  
 
 




consideran que el pago de remuneraciones devengas para los casos de despido 
incausado y fraudulento si debe ser considerada como tal, es decir las remuneraciones 
dejada de percibir deben ser reconocidas por el empleador, debido a la conducta 
dolosa de este último; porque la labor del trabajador se ha visto afectada, interrumpida 
únicamente por la conducta ilegal del empleador. Por otro lado, de acuerdo a lo 
señalado en la sentencia N°976-2001-AA/TC, como también en este Pleno; tanto el 
despido incausado, como despido fraudulento y el despido nulo, violan derechos 
fundamentales reconocidos en nuestra Constitución, así como lo podemos ver en los 
siguientes fundamentos: 
 
V Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral: 2017 
“El despido incausado y el despido fraudulento no son sino manifestaciones 
de un despido lesivo de derechos constitucionales que trae como 
consecuencia la nulidad del acto y por lo tanto los efectos de la declaratoria 
de un despido incausado o fraudulento deben ser exactamente iguales al 
despido nulo”.  
(…) el despido nulo es equiparado al despido incausado, como fraudulento 
en su gravedad, efectos y consecuencias, todos ellos participan de la 
misma naturaleza se trata de despido pluriofensivos, que afectan a un 
conjunto de derechos fundamentales, no solo de naturaleza laboral, que 
requiere protección no solo resarcitoria, sino también restitutoria, y que tal 
restitución deberá realizarse en el goce integral y en el ejercicio pleno del 
derecho amenazado o vulnerado”.  
 
Es así, que consideramos que al respecto se debe dar la misma protección a los tres 
tipos de despido (incausado, fraudulento y nulo), por tener una característica en 
común, la cual se manifiesta en la vulneración de los derechos fundamentales del 
trabajador reconocidos en la Constitución; si bien cuando se declara nulo el despido, 
el empleador es sancionado de tres maneras: a) con la reposición del trabajador en su 
centro de trabajo, desarrollando las mismas actividades que este realizaba hasta antes 
del despido; b) con el reconocimiento de las remuneraciones devengadas; c) deposito 
que corresponde a la compensación por tiempo de servicio; para este tipo de despido 
tenemos un efectos restitutoria de manera completo, es decir restituye todo  lo que ha 




restitución integral que se le reconoce al despido nulo también debe considerarse para 
los otros despidos, y para mi caso de investigación para el despido fraudulento; porque 
no basta con la reposición del trabajador a su centro de trabajo, como efecto 
restitutorio, sino también es necesario la restitución de los demás derechos, ya que 
antes de ser despido el trabajador tenía derecho a percibir sus remuneraciones y el 
deposito por la compensación por tiempo de servicio.  Así también se estaría afectando 
la futura pensión que va a percibir el trabajador, expresada ello en una jubilación, la 
cual esta depende mucho del tiempo de servicio.  
 
 
V Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral: 2017 
 
“(…) a)antes de ser cesado el trabajador tenía derecho a percibir todos los 
beneficios económicos legales y convencionales aplicables en su centro de 
trabajo, incluso los pensionarios que no obstante ser futuros se acumulan 





En base a todo lo antes expuesto podemos decir que nos encontramos frente a un trato 
desigual, es decir frente a hechos similares que violan derechos fundamentales, se 
estaría dando un trato diferenciado por parte de los que administran justicia.  
 
V Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral: 2017 
“De desestimarse la petición de remuneraciones devengadas en los casos 
de despido fraudulentos e incausados bajo el argumento de que su abono 
se encuentra reservado sólo para cuando el trabajador impugne el despido 
mediante la acción de nulidad de Despido prevista por el artículo 29° de la 
LPCL, conllevaría a que frente a hechos iguales (actos lesivos de derechos 
constitucionales) se estaría otorgando consecuencias jurídicas distintas. 
Dicha decisión importaría la inobservancia de lo previsto por el artículo III 
del Título Preliminar del Código Procesal Civil en virtud del cual el Juez está 
en la obligación de tener presente que la finalidad abstracta del proceso es 
lograr la paz social en justicia, asimismo, contravendría el principio de 
igualdad consagrada en el artículo 2.2 de la Norma fundamental que es la 
norma que mejor protege el derecho del trabajador en el caso planteado: 






Es así que en base a este fundamento es que considero que se debe analizar 
detenidamente la naturaleza de esos despidos, porque de lo contrario el trabajador 
estaría siendo doblemente perjudicado, primero por el empleador y segundo por los 
jueces al no hacer una interpretación debida frente al vacío de la norma.  
por lo tanto considero que el despido fraudulento debe ser regulado para eliminar la 
incertidumbre que se genera respecto a este tema y por el contrario tener un respaldo 
legal tal como lo tiene el despido nulo, de ese modo se obtendría el mismo efecto 
restitutorio que el despido nulo, por tener la misma naturaleza de afectación a los 
derechos fundamentales del trabajador; además de sancionar la conducta dolosa del 
empleador frente a este tipo de despido, porque de no ser así, se estaría permitiendo 
de manera implícita que el empleador ponga fin a la relación laboral de acuerdo a sus 
intereses, afectando de ese modo el derecho al trabajo y por consiguiente el derecho 
a percibir una remuneración, el depósito del CTS y su futura jubilación.  
Asimismo, de la entrevista realizada al Juez Supremo de la Sala de Derecho 
Constitucional y Social Permanente, el Magistrado Omar Toledo Toribio; señala lo 
siguiente, resto al otorgamiento de las remuneraciones devengadas para el caso de 
despido fraudulento: 
 
“El problema que surge en el V pleno, que señala porque vamos, a otorgar 
remuneraciones devengadas para el despido fraudulento sino está en la ley, 
el plazo de 30 días tampoco está en la ley. Entonces se aplica la analogía 
para restringir derechos pero no para extender derechos; la posición de la 
mayoría procede solo indemnizar y no las remuneraciones devengadas, 
nosotros principistamente hemos considerado que si procede.  
El despido fraudulento y el incausado son despidos inconstitucionales que 
afectan derechos fundamentales, como el derecho al trabajo y en 
consecuencia el efecto debe ser el mismo porque el trabajador ha estado 
despedido no porque ha querido si no por causa del empleador y eso debe 
ser sancionado con las remuneraciones devengadas. Sin embargo unos 
señalan que las remuneraciones devengadas están reemplazadas por el 
Lucro Cesante de la indemnización por daños y perjuicios. Por otro lado está 
el derecho pensionario de los trabajadores y ello no puede estar dentro de 
la indemnización. Por ejemplo: se despide al trabajador a un año de su 
jubilación, aunque le dan el daño punitivo, este trabajador no va poder 
jubilarse y el dinero que supuestamente se le va a dar por daños punitivos 




por ello hemos señalado que lo conveniente es otorgar remuneraciones 
devengadas”.  
   
Asimismo, en la misma entrevista señala que una solución rápida para el otorgamiento 
de las remuneraciones devengadas, sería lo siguiente:  
 
“Como una propuesta legislativa seria modificar el artículo 29 del D.L. 728, 
porque el artículo 29 señala en qué casos hay despido nulo. Pero si nosotros 
queremos definir que es el despido nulo: diremos que es el despido lesivo 
de derechos fundamentales. 
Sin embargo una solución urgente seria que el despido incausado y 
fraudulento tenga los mismo efectos que el despido nulo, ello sería una 
solución inmediata. Pero otra solución también sería el reconocimiento de 




por lo tanto considero que el despido fraudulento debe ser regulado para eliminar la 
incertidumbre que se genera respecto a este tema y por el contrario tener un respaldo 
legal tal como lo tiene el despido nulo, de ese modo se obtendría el mismo efecto 
restitutorio que el despido nulo, por tener la misma naturaleza de afectación a los 
derechos fundamentales del trabajador; además de sancionar la conducta dolosa del 
empleador frente a este tipo de despido, porque de no ser así, se estaría permitiendo 
de manera implícita que el empleador ponga fin a la relación laboral de acuerdo a sus 
intereses, afectando de ese modo el derecho al trabajo y por consiguiente el derecho 
a percibir una remuneración, el depósito del CTS y su futura jubilación.  
 
4.2 El despido fraudulento en la Nueva Ley Procesal Del Trabajo – Ley N°29497. 
Respecto a la actividad procesal que se sigue en los casos de despido fraudulento, es 
necesario precisar los datos más importantes que se sigue en este tipo de despido, de 
acuerdo a la Nueva Ley Procesal del Trabajo – Ley N° 29497. No obstante, en la 
presente investigación el objetivo se centra en la parte sustantivo del despido 
fraudulento, vamos a considerar la información más resaltante de la parte adjetiva 





4.2.1 Órgano jurisdiccional competente  
4.2.1.1 Proceso abreviado 
Según el Primer Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral 2013 
Se acordó por unanimidad, lo siguiente: 
 
“Los jueces de trabajo están facultados para conocer de la pretensión de 
reposición en casos de despido incausado o fraudulento, en el proceso 
abreviado laboral, siempre que la reposición sea planteada como 
pretensión principal única”.  (p.41) 
 
Según el Segundo Pleno Jurisdiccional Supremo en Materia Laboral 2014 
Se acordó por unanimidad, lo siguiente: 
 
“(…) Al amparo de la Ley N°29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo, el 
órgano jurisdiccional competente para conocer una pretensión de 
reposición por despido incausado o despido fraudulento es el Juzgado 
Especializado de Trabajo, o quien haga sus veces, de conformidad con el 
numeral 2 del artículo 2 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo”. (p. 6) 
 
Por lo tanto, de lo expresado líneas arriba, mediante el proceso abreviado laboral solo 
se podrá plantearse las demandas que tengan como única pretensión la reposición del 
trabajador a su centro de trabajo.  
 
4.2.1.2 Proceso ordinario laboral 
 
Mediante el proceso ordinario laboral, se van a tramitar todos los supuestos regulados 
en el artículo N°2.1; además en este tipo de proceso, se van a tramitar, cuando a la 
pretensión de reposición se acumula otras pretensiones. De acuerdo a lo expresado 
en el Segundo Pleno Jurisprudencial Supremo en Materia Laboral: 2014 
“(…) Al amparo de la Ley N°29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo, las 
pretensiones de reposición en los supuestos de despido incausado o 
despido fraudulento solo podrán plantearse como pretensión principal 
única y serán tramitados en la vía del proceso abreviado laboral; mientras 
que, si son acumuladas a otras pretensiones distintas a aquélla, serán de 




conformidad con el artículo 2 inciso 2 de la Nueva Ley Procesal del 
Trabajo”. (p. 7) 
 
Entonces resulta que, cuando a la pretensión de reposición se le suma las 
remuneraciones devengadas, esta será tramita por el proceso ordinario laboral; en 
concordancia al II Pleno Jurisdiccional Supremo Laboral y a la Ley N°29497. 
 
4.2.2 Plazo para interponer la demanda por motivo de despido fraudulento. 
El plazo para interponer una demanda por motivo de despido fraudulento, caduca a los 
30 días hábiles, después de haberse efectuado el despido. Respecto al plazo de 
caducidad frente a un despido fraudulento existía un vacío en la norma; a razón del II 
Pleno Jurisdiccional Supremo Laboral, se homologo el plazo de caducidad que se tenía 
del despido nulo para el despido fraudulento y el despido incausado. Así se acordó en 
el II Pleno por unanimidad lo siguiente: 
Segundo Pleno Jurisprudencial Supremo en Materia Laboral: 2014 
 “El plazo de caducidad para interponer una demanda de reposición por 
despido incausado o despido fraudulento es de treinta (30) días hábiles de 
producido el despido calificado como inconstitucional, de conformidad con 
el artículo 36 del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N°728, 
aprobado por Decreto Supremo N°003-97-TR. En los casos que exista en 
trámite una demanda de amparo, está deberá ser reconducida ante el juez 
ordinario laboral si se verifica que la misma ha sido interpuesta dentro del 
plazo de 30 días hábiles”. (P.6-7) 
 
4.2.3. Carga de la prueba 
Consideramos que hablar de la carga de prueba es importante, puesto que nos 
ayudara a esclarecer mejor los hechos en controversia, puesto que en base a esta 
Nueva Ley Procesal del Trabajo, la carga de la prueba corresponde a ambas partes, 
(trabajador y empleador) durante el proceso; así lo expresa la Nueva Ley Procesal del 
Trabajo - Ley N°29497, en el siguiente artículo. 
“Articulo 23.- carga de la prueba 
La carga de la prueba corresponde a quien afirma hechos que configuran 
su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos, sujetos a 
las siguientes reglas especiales de distribución de la carga probatoria, sin 





23.2 acreditada la prestación personal de servicios, se presume la 
existencia de vínculo laboral a plazo indeterminado, salvo prueba en 
contrario. 
 
23.3 cuando corresponda, si el demandante invoca la calidad de trabajador 
o ex trabajador, tiene la carga de la prueba de: 
a) la existencia de la fuente normativa de los derechos alegados de origen 
distinto al constitucional o legal. 
b) el motivo de nulidad invocado y el acto de hostilidad padecido. 
c) la existencia del daño alegado. 
23.4 de modo paralelo, cuando corresponda, incumbe al demandado que 
sea señalado como empleador la carga de la prueba de: 
a) el pago, el cumplimiento de las normas legales, el cumplimiento de sus 
obligaciones contractuales, su extinción o inexigibilidad. 
b) la existencia de un motivo razonable distinto al hecho lesivo alegado 
c) El estado del vínculo laboral y la causa del despido. 
 
23.5 en aquellos casos en que de la demanda y de la prueba actuada 
aparezcan indicios que permitan presumir la existencia del hecho lesivo 
alegado, el juez debe darlo por cierto, salvo que el demandado haya 
aportado elementos suficientes para demostrar que existe justificación 
objetiva y razonable de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad. 
Los indicios pueden ser, entre otros, las circunstancias en las que 
sucedieron los hechos materia de la controversia y los antecedentes de la 





































1. Según lo investigado en el presente trabajo, se ha demostrado, que el Estado 
peruano debe regular normativamente el despido fraudulento, para que exista una 
debida protección del derecho del trabajador despedido, mediante el otorgamiento 
de remuneraciones devengadas dentro del marco de lo establecido por el artículo 24° 
de la Constitución Política del Perú. Por ello, luego de analizar el marco normativo 
así como  la doctrina y la jurisprudencia vigente, consideramos que es necesario que 
el despido fraudulento se encuentre regulado dentro del ordenamiento jurídico que 
corresponde al proceso laboral del Texto Único Ordenado de la Ley de Productividad 
y Competitividad Laboral, aprobado por el Decreto Supremo N°003-97-TR para que 
todo trabajador víctima de un despido de esta naturaleza,  se encuentre debidamente 
protegido y/o amparado frente a la conducta ilegal del empleador, toda vez que dentro 
de sus facultades este último pone fin a la relación laboral, bajo infracciones, violando 
los derechos constitucionalmente reconocidos del trabajador. Si bien es de entender 
que nuestra Constitución vigente se caracteriza por dar al trabajador, la debida 
protección contra el despido arbitrario; no podemos ocultar que el empleador puede 
legalmente despedir al trabajador pero solo en dos condiciones, la cual se puede 
justificar en la conducta y/o la actividad que desarrolla el trabajador. Es decir los 




ordenamiento jurídico, serán debidamente protegidos tanto por nuestra Constitución 
como por la norma laboral. 
2. Por otro lado, consideramos que dentro de la regulación del despido fraudulento de 
manera   concreta o especifica se debe también reconocer las remuneraciones 
devengadas, tal cual se le reconoce al despido nulo en el artículo 40 del Texto Único 
Ordenado de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado por el 
Decreto Supremo N°003-97-TR, además de que, en este tipo de despido es muy 
evidente la conducta dolosa del empleador, puesto que para justificar su despido, 
inventa una serie de hechos que nunca existieron, versiones falsas; abusando de su 
condición de empleador frente a la parte más débil de toda relación laboral. En ese 
sentido consideramos que el empleador debe ser sancionado no solo reponiendo al 
trabajador a su centro de trabajo, sino también pagando todas las remuneraciones 




















Anexo 1.  Formato de guía de Entrevista 
  
TITULO:- Guía de entrevista sobre “La Importancia de las Remuneraciones Devengadas 
en los casos de Despido Fraudulento: El Caso Peruano” 
LUGAR:- Av. Paseo de la República, Cercado de Lima N° 15001  
FECHA: 10-11-2017 




NOMBRE DEL ENTREVISTADO: MALCA HUAYLUPO VICTOR RAÚL. 
PROFESION U OCUPACION: JUEZ SUPREMO  
DONDE LABORA: SEGUNDA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL 
TRANSITORIA. 
  
NOMBRE DE LA ENTREVISTADORA: KATHERINE MENA PUMA  
  
PREGUNTAS DE LA ENTREVISTA 
 
1.- ¿Cuál es la tipología del despido fraudulento en nuestra legislación? 
 
La modalidad del despidos en nuestra legislación, hay despidos que son amparados por 
ley que están establecidos, como el nulo, indirecto – hostilidad, arbitrario, el Tribunal 
Constitucional ha incorporado dos modalidades que no son legales, a la pos son legales 
porque las sentencias del Tribunal tienen fuerza de ley. Pero al tener ausencia legislativa 
por parte del congreso ha quedado un poco en el aire al interpretar cuando se ordena 
la reposición, porque tanto el fraudulento como el incausado, producen reposición al 
igual que el nulo, muchos colegas han estado viendo la posibilidad que además de la 
reposición también debe otorgarle las remuneraciones devengadas.  
2.- ¿es posible otorgar remuneraciones devengas en casos de despidos fraudulento? 
Dijo que no: 
La otra postura es que no: porque no hay una ley que lo ordene y que han estado 
haciendo una interpretación extensiva del artículo 40, porque el artículo en mención es 
preciso, no tiene vacíos, además es anterior a la resolución del TC. Entonces acá no 





Pero también el asunto es como resarcir ese daño en el trabajador en una situación 
injusta que te despidan de una manera malévola, inventándote una falta grave, 
induciendo, dolo, violencia, intimidación, el despido incausado que sea de un monto a 
otro. Comparte la posición de que se debe resarcir el daño y el perjuicio. 
En el despido nulo se le paga las remuneraciones como si hubiera trabajador, eso no 
ocurre en el despido fraudulento y el despido incausado, porque no hay ley que autorice, 
entonces las remuneraciones es una modalidad contraprestativa, en este caso por una 
causa imputable al empleador, en estos dos casos no puedes ordenar las 
remuneraciones devengadas pero si puedes ordenar el pago de daños, y dicho pago es 
superior a la sola remuneración devengada.  
Si nosotros comparamos las remuneraciones devengadas (remuneraciones dejadas de 
percibir) con la teoría de daños: daño emergente, lucro cesante (remuneraciones 
dejadas de percibir pero con la diferencia que uno es contraprestativo y el otro es 
indemnizatorio, la naturaleza jurídica es diferente. 
Muchos tomamos como referencia las remuneraciones devengas para señalar el lucro 
cesante pero hay que ver varios factores en cada caso en concreto, por los daños son 
muchos más amplios, porque hay un daño emergente y sobre todo que hay un daño 
moral del trabajador, sino también el daño al proyecto de vida, daño a la persona, y el 
artículo 1332 del C. civil te da la posibilidad de que tu gradúes el daño; hay conceptos 
más amplios, más riqueza.  
3. ¿La regulación del despido fraudulento, puede ser una solución? 
Puede ser que se regule, pero considero más conveniente que demanden por daños y 
perjuicios. 
4. ¿Cuáles pueden ser los criterios de los jueces respecto de la indemnización por daños 
y perjuicios? 
Cada caso es en particular. Por ejemplo: el proyecto de vida de un trabajador que ya 




pero es diferente al proyecto de vida de un ingeniero que lo despiden cuando recién 
está en todo su potencial (25- 28 años), le frustran todo un proyecto de vida. 
5. ¿Cuáles son los aportes que debe hacer el empleador al sistema de pensiones?  
Todavía no se han presentado casos en particular, de repente se puede incluir como 
daños y perjuicios la posibilidad de que se restituya el pago de las pensiones. Los 
montos pensionarios tendrían que ordenarse si lo acreditan, esto puede incorporarse en 
el lucro cesante, daño emergente, daño moral, daño a la persona, etc. 
6. ¿Quién tiene la carga de la prueba? 
Lo tiene quien afirma los hechos, la carga de la prueba está establecido en el artículo 
23 de la L.N.P.T está supeditado a la probanza.  
Los daños ocurridos que son llevados en materia laboral, son todos daños contractuales, 
en cualquiera de sus modalidades. 
7. ¿La compensación por tiempo de servicio como podemos reconocerlo en el despido 
fraudulento? 
El artículo 40 es una norma sancionatoria y la regla de interpretación, hermenéutica 
jurídica, nos dice que cuando son normas sancionatorias deben ser interpretadas de 
manera restrictiva y no extensiva. 
La C.T.S. estaría cubierta por la indemnización, porque al no haber trabajo efectivo no 
te podrían pagar remuneraciones, por eso te indemniza, y eso es la diferencia entre las 
remuneraciones devengadas y el lucro cesante, al no haber trabajo efectivo y te están 
indemnizando, desgraciadamente C.T.S. tendría que incluirse dentro del lucro cesante 
o dentro del daño emergente.  
8. ¿Cuál es la vía procedimental para el despido fraudulento? 
Cuando solicita únicamente reposición, la vía procedimental es el abreviado, pero 
cuando se solicita la reposición más indemnización o remuneraciones devengadas, le 
corresponde la vía procedimental ordinaria, porque el debate es mucho más amplio y 





Anexo 2.  Formato de guía de Entrevista 
  
TITULO:- Guía de entrevista sobre “La Importancia de las Remuneraciones Devengadas 
en los casos de Despido Fraudulento: El Caso Peruano” 
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NOMBRE DEL ENTREVISTADO: OMAR TOLEDO TORIBIO. 
PROFESION U OCUPACION: JUEZ SUPREMO  
DONDE LABORA: SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL 
PERMANENTE   
NOMBRE DE LA ENTREVISTADORA: KATHERINE MENA PUMA  
  
PREGUNTAS DE LA ENTREVISTA 
 
1 ¿Es dable otorgar las remuneraciones devengadas para los casos de despido 
fraudulento? 
El despido incausado y el despido fraudulento no está regulado en nuestra legislación, 
ello es una creación pretoriana en la sentencia del Tribunal Constitucional en el caso de 
Eusebio Llanos Huascos, originalmente en nuestro sistema laboral solo hay reposición 
por despido nulo y como es un sistema de estabilidad laboral relativa, solo reposición 
en el despido nulo, sin embargo para el despido arbitrario y el despido indirecto 
corresponde la indemnización, pero a raíz de que el Tribunal Constitucional se pronunció 
en la sentencia 1124-2001-AA/TC, FETRATEL contra Telefónica, ordenando la 
reposición de 500 trabajadores que habían sido sujetos de un despido, que después se 
conocería como despido incausado, es que precisamente el Tribunal Constitucional 
emite la sentencia 976-2001-AA/TC, creando el despido incausado y el despido 
fraudulento. 
2 ¿Por qué se crea el despido fraudulento? 
Como FETRATEL vs Telefónica había ordenado la reposición de 500 trabajadores, el 
Tribunal Constitucional hace control difuso del artículo 34 del D.L. 728 y señala que 
estos trabajadores que habían sido despedidos sin causa alguna, si tenían derecho a la 
reposición por la protección frente al despido arbitrario que establece el artículo 27 de 




Tribunal Constitucional ordeno la reposición de esos 500 trabajadores, se produce un 
doble efecto: 1) que todo trabajador que era despedido de manera incausado o sin 
causa alguna acudía al amparo y eso engrosaba la carga procesal del Tribunal 
Constitucional; 2) como los empleadores sabía que se había ordenado la reposición, sin 
causa le imputaban al trabajador cualquier causa, se inventaban hechos y motivos para 
despedirlos. Entonces el Tribunal sale al frente y en la sentencia 976-2001-AA/TC, 
señala que solo habrá reposición solo en el despido nulo, fraudulento y el despido 
incausado, son creaciones jurisprudenciales, y hasta la actualidad la legislación no se 
ha actualizado la tipología del despido, entonces con el despido fraudulento, como aquel 
que se inventa causas, se crean hechos y se inventan pruebas; y el despido incausado 
como el despido en el que no se le imputa causa alguna. 
3. Plazos para interponer el despido fraudulento 
El plazo para interponer la demanda por reposición de despido fraudulento, no había 
plazo; entonces hicieron un Pleno Supremo, para trasladar el plazo de impugnación del 
despido nulo, al despido incausado y el despido fraudulento. Aquí, se llegó a un acuerdo, 
el plazo para interponer la demanda es de 30 días.  
4. ¿Es posible otorgar las remuneraciones devengadas en el despido fraudulento? 
El problema que surge en el V pleno, que señala porque vamos, a otorgar 
remuneraciones devengadas para el despido fraudulento sino está en la ley, el plazo de 
30 días tampoco está en la ley. Entonces se aplica la analogía para restringir derechos 
pero no para extender derechos; la posición de la mayoría procede solo indemnizar y 
no las remuneraciones devengadas, nosotros principistamente hemos considerado que 
si procede.  
El despido fraudulento y el incausado son despidos inconstitucionales que afectan 
derechos fundamentales, como el derecho al trabajo y en consecuencia el efecto debe 
ser el mismo porque el trabajador ha estado despedido no porque ha querido si no por 
causa del empleador y eso debe ser sancionado con las remuneraciones devengadas. 




por el Lucro Cesante de la indemnización por daños y perjuicios. Por otro lado está el 
derecho pensionario de los trabajadores y ello no puede estar dentro de la 
indemnización. Por ejemplo: se despide al trabajador a un año de su jubilación, aun que 
le dan el daño punitivo, este trabajador no va poder jubilarse y el dinero que 
supuestamente se le va a dar por daños punitivos lo va gastar, no va a prevenir que en 
el futuro va tener una pensión, entonces por ello hemos señalado que lo conveniente es 
otorgar remuneraciones devengadas.  
5. ¿Una de las posibles soluciones podría ser regular el despido fraudulento para 
reconocer las remuneraciones devengadas? 
Más allá de regular el despido fraudulento, como una propuesta legislativa seria 
modificar el artículo 24 del D.L. 728, porque el artículo 29 señala en qué casos hay 
despido nulo. Pero si nosotros queremos definir que es el despido nulo: diremos que es 
el despido lesivo de derechos fundamentales. 
Sin embargo una solución urgente seria que el despido incausado y fraudulento tenga 
los mismo efectos que el despido nulo, ello sería una solución inmediata. Pero otra 
solución también sería el reconocimiento de un despido lesivo de derechos 
fundamentales.  
6. ¿Cuál es la diferencia entre remuneraciones devengadas, remuneraciones caídas y 
remuneraciones insolutas? 
Son distintas formas de mencionar el mismo fenómeno, el significado es la misma 
remuneración dejada de percibir.  
7. ¿Cuál es la vía procedimental para el despido fraudulento? 
Se puede plantear una demanda en la vía abreviada cuando tenemos como pretensión 
principal, la reposición y de manera accesoria el pago de las remuneraciones devengas. 
En base a que lo accesorio sigue la suerte de lo principal y no habría una segunda 
pretensión.  
Por otro lado en la vía ordinaria, se lleva acabo cuando existen otras pretensiones 
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Anexo 6.  
PROYECTO DE LEY QUE ADICIONA EL ARTICULO 29-A Y QUE INCORPORA EN 
EL ARTICULO 40 DEL DECRETO SUPREMO N° 003-97-TR, TEXTO UNICO DEL 
DECRETO LEGISLATIVO N° 728 – LEY DE PRODUCTIVIDAD Y COMPETITIVIDAD 
LABORAL, EL RECONOCIMIENTO DE LAS REMUNERACIONES DEVENGADAS 
PARA LOS CASOS DE DESPIDO FRAUDULENTO 
 
I.- EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
La presente propuesta de adición y modificación legislativa se pretende la defensa de 
todas las victimas de despido fraudulento, frente a la actitud dolosa del empleador, al 
poner fin a la relación, sin expresión de causa justa. De esta manera el empleador 
estaría haciendo frente al acto unilateral abusivo, al lesionar derechos fundamentales 
reconocidos en nuestra Constitución, como el derecho al trabajo, derecho a percibir una 
remuneración y a la protección del trabajador frente a despidos arbitrarios. 
 
En la actualidad las victimas de despido fraudulento, no están debidamente protegidos, 
puesto que el efecto restitutorio que se le otorga no es integral, es decir solo restituyen 
la parte de la reposición del trabajador a su centro de trabajo, dejando al olvido el pago 
de las remuneraciones devengadas y el depósito de la compensación por tiempo de 
servicio, elementos que son muy importantes considerarlos dentro del efecto restitutorio, 
del mismo modo que lo hacen para el despido nulo. Por ser considerados por el Tribunal 
Constitucional uno de los tipos de derecho que lesiona derechos constitucionales. 
 
Es así, que “al no sancionarse este hecho implicaría una autorización tacita para que 
los empleadores despidan indebidamente a sus trabajadores quienes no solo se verían 
perjudicados por la pérdida inmediata de sus remuneraciones y beneficios sociales, sino 




derivados de la percepción de la remuneración, lo que constituiría un ejercicio abusivo 
del derecho proscrito por el Título Preliminar del Código Civil y que nace para enfrentar 
los excesos del derecho subjetivo” (V pleno Jurisdiccional Supremo Laboral, 2016: 7825) 
 
II.- ANALISIS COSTO – BENEFICIO 
La presente propuesta legislativa no genera ningún gasto al Estado peruano. Ya que 
con esta propuesta, se busca adicionar y modificar determinados artículos del Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo N°728, Ley De Productividad y Competitividad 
Laboral, aprobado por El Decreto Supremo N°003-97-TR. De ese modo se estaría 
llenando un vacío en la norma y protegiendo a las víctimas de despido fraudulento. 
Asimismo, el fin de esta ley es adaptar los problemas que surgen en la actualidad, sobre 
despidos fraudulentos, en materia laboral. 
 
III.- PROPUESTA DE MODIFICACIÓN LEGAL 
 
PROYECTO DE LEY QUE ADICIONA EL ARTICULO 29-A Y QUE INCORPORA EN 
EL ARTICULO 40 DEL DECRETO SUPREMO N° 003-97-TR, TEXTO UNICO DEL 
DECRETO LEGISLATIVO N° 728 – LEY DE PRODUCTIVIDAD Y COMPETITIVIDAD 
LABORAL, EL RECONOCIMIENTO DE LAS REMUNERACIONES DEVENGADAS 
PARA LOS CASOS DE DESPIDO FRAUDULENTO 
 
Artículo 1.- Objeto de la Ley. 
La presente ley tiene por objeto crear adicionar el artículo 29-A y la modificación del 
artículo 40, en el Decreto Supremo N°003-97-TR, Texto Único Ordenado del Decreto 
Legislativo N° 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, para que el 
trabajador agraviado por causa de un despido fraudulento sea cautelado en plena 





Artículo 2.- Adición del artículo 29-A en el Decreto Supremo N° 003-97-TR, Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral. 
Adiciónese el artículo 29-A.- A en el Decreto Supremo N° 003-97-TR, Texto Único 
Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral, el mismo que queda redactado de la siguiente manera. 
 
“Artículo 29-A.- Despido fraudulento 
Se despide al trabajador con ánimo perverso y auspiciado por el engaño, por ende, de 
manera contraria a la verdad y la rectitud de las relaciones laborales, aun cuando se 
cumple con la imputación de una causal y los cánones procedimentales, en los 
siguientes supuestos: 
a) Cuando se imputa al trabajador hechos notoriamente inexistentes, falsos o 
imaginarios. 
b) Se le atribuye una falta no prevista legalmente, vulnerando el principio de tipicidad. 
c) Se produce la extinción de la relación laboral con vicio de voluntad. 
d) Mediante la fabricación de pruebas”. 
 
Artículo 3.- Modificación del artículo 40 del Decreto Supremo N° 003-97-TR, Texto 
Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral. 
El artículo 40 del Decreto Supremo N° 003-97-TR, Texto Único Ordenado del Decreto 
Legislativo N° 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral quedará de la misma 
manera: 
 





Al declarar fundada la demanda de nulidad de despido y de despido fraudulento, el 
juez ordenará el pago de las remuneraciones devengadas de percibir desde la fecha en 
que se produjo, con deducción de los periodos de inactividad procesal no imputables a 
las partes. 
Asimismo, ordenara los despidos correspondientes a la compensación por tiempo de 
servicios y, de ser el caso, con sus intereses”. 
 
Artículo 4.- Vigencia 
La presente ley entra en vigencia a partir del día siguiente de su publicación en el diario 
oficial “El Peruano”. 
 
 
IV.- EFECTOS DE LA NORMA EN LA LEGISLACIONAL NACIONAL 
 
El efecto de la presente propuesta de ley, consiste en adicionar el artículo 29- A y 
modificar el artículo 40 del Texto Único Ordenado, del Decreto Legislativo N°728, Ley 























1. Acto constitutivo: relacionado a la posición que tiene el empleador frente al 
trabajador.  
2. Acto recepticio: cuando se comunica al trabajador de su cese laborar. 
3. Actitud maliciosa: actitud de la persona, para atribuir hechos falsos con mala 
intención. 
4. Causa justa: expresa en el acto unilateral que realiza el empleador, mediante el 
despido, la cual debe estar sustenta esta causa justa, en la conducta y en la 
capacidad del trabajador. 
5. Carácter extraordinario: relacionada a los procesos de amparo, que se presentan 
frente a temas laborales. Cuando la vía ordinaria no satisface los intereses del 
demandante. 
6. Devengados: derecho a percibir una retribución económica por razón de trabajo. 
7. Efecto resarcitorio: indemnización por un daño ocasionado. 
8. Efecto restitutorio: volver las cosas al estado anterior. 
9. Estabilidad laboral: entendida, en el derecho que tiene todo trabajador a 
conservar su empleo, y no ser despido sino por una causa justa. 
10. Fraudulento: expresada mediante el engaño. 
11. Incausado: que no expresa causa, frente a los hechos controvertidos. 
12. Inmediatez: entendida como el comportamiento inmediato del empleador, frente 




13. Jubilación diferida: cuando el empleador considera aplazar su pensión de 
jubilación. 
14. Pleno jurisdiccional: reunión de Magistrados de la misma especialidad, para 
debatir sobre determinados hechos controvertidos. 
15. Tipicidad: adecuación de un hecho, dentro de los supuestos descrito por la ley, 
y que este hecho este considerado como un conducta ilegal. 
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